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Después de la formulación y promulgación de la constitución de 1991, de 
donde se desprenden los principios fundamentales garantistas y mucho mas 
allá donde se consagra a Colombia como un estado social de derecho 
democrático, “Artículo 1o. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en 
forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades 
territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la 
dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en 
la prevalencia del interés general”. me surge la inquietud de no pasar 
desapercibido el hecho trascendente al estudiar la ley de Infancia y 
Adolescencia – Ley 1098 de 2006, y específicamente en su artículo 199, 
numerales 4 y 5 que se refieren concretamente a la justicia del no (al no 
conceder el legítimo derecho a los subrogados penales consagrados en la 
ley 599 de 2000 estatuto penal colombiano en sus artículos 63  y 64 que si 
efectivamente plasma esta garantía a los sujetos activos que por una u otra 
causa se ven involucrados y están en curso del injusto). 
De otra parte contraviene el fin primordial de las funciones de la pena en 
cuanto a la prevención general retribución justa, prevención especial, 
reinserción social y protección al condenado, la prevención especial y la 
reinserción social operan en el momento de  la ejecución de la pena. 
También es cierto que la ley de infancia y adolescencia en su artículo 
precitado atenta la plena garantía del debido proceso consagrado en el 
artículo 29 de nuestra norma superior, “Artículo 29. El debido proceso se 
aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser 
juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o 
tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada 
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juicio. En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Toda persona se presume 
inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea 
sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, 
o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público 
sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen 
en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por 
el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del 
debido proceso.”  De acá se desprende que el principio de favorabilidad no 
puede ser desconocido por considerar que así lo consagra nuestra norma 
superior, afectando ostensiblemente los fines del estado consagrados en 
nuestra constitución política, “Artículo 2: Finalidad del Estado. Son fines 
esenciales del Estado: Servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y la 
vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia 
pacífica y la vigencia de un orden justo.  
 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos, 
libertades y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales de Estado y de los 
particulares.” Igualmente los fines del proceso “Son fines esenciales del Estado: 
servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad 
de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, 
mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de 
un orden justo.” 
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Es innegable que si bien es cierto la ley de Adolescencia e Infancia protege 
los derechos de los niños a la vida, a la integridad personal, al adecuado y 
completo desarrollo físico, psicológico y a la educación, para el del estado en 
su preservación, relación de los derechos de los menores, bloque de 
constitucionalidad y del derecho internacional humanitario frente a los 
fenómenos ciertos y reales que amenazan los derechos prevalentes. 
También lo es que la persona vinculada con los delitos frente a los menores 
de edad tiene pleno derecho   a las garantías consagradas no solo en 
nuestra constitución, si no que se dé plena aplicación a lo consagrado como 
mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad, porque de lo 
contrario estaríamos frente a un hecho que indudablemente afecta los 
intereses flagrantemente de la persona vinculada a un proceso con forme lo 
establece la normatividad plasmada en la ley de Infancia y Adolescencia en 
su artículo 199 numerales 4 y 5 al no conceder un subrogado penal y porque 
no, darle efectiva aplicación a las normas consagradas en nuestra 
constitución y en la ley 599 del año 2000 en su artículo 63 y 64 y más grave 
aún al desconocer los preacuerdos y negociaciones entre la fiscalía y el 
imputado o acusado consagrados en la ley 906 de 2004 articulo 348  
“Finalidades. Con el fin de humanizar la actuación procesal y la pena; obtener 
pronta y cumplida justicia; activar la solución de los conflictos sociales que genera 
el delito; propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados con el 
injusto y lograr la participación del imputado en la definición de su caso, la Fiscalía 
y el imputado o acusado podrán llegar a preacuerdos que impliquen la terminación 
del proceso. 
El funcionario, al celebrar los preacuerdos, debe observar las directivas de la 
Fiscalía General de la Nación y las pautas trazadas como política criminal, a fin de 




En conclusión es de vital importancia la exigencia de los administradores de 
justicia y concretamente a los señores jueces la aplicación de la norma más 
favorable al vinculado con procesos consagrados en la ley 1098 de 2006 en 
su artículo 199 y más aún cuando la política criminal está encaminada a ser 




















Con el presente tema no pretendo convertirme en legislador pero si resaltar 
las profunda iniquidad que la ley 1098 de 2006 y concretamente el articulo 119 
ha quebrantado principios fundamentales consagrados en nuestra carta 
política Artículo 199. “Beneficios y mecanismos sustitutivos. Cuando se trate de los 
delitos de homicidio o lesiones personales bajo modalidad dolosa, delitos contra la 
libertad, integridad y formación sexuales, o secuestro, cometidos contra niños, niñas 
y adolescentes, se aplicarán las siguientes reglas: 
1. Si hubiere mérito para proferir medida de aseguramiento en los casos del artículo 
306 de la Ley 906 de 2004, esta consistirá siempre en detención en establecimiento 
de reclusión. No serán aplicables en estos delitos las medidas no privativas de las 
libertades previstas en los artículos 307, literales b), y 315 de la Ley 906 de 2004. 
2. No se otorgará el beneficio de sustitución de la detención preventiva en 
establecimiento carcelario por la de detención en el lugar de residencia, previsto en 
los numerales 1 y 2 del artículo 314 de la Ley 906 de 2004. 
3. No procederá la extinción de la acción penal en aplicación del principio de 
oportunidad previsto en el artículo 324, numeral 8, de la Ley 906 de 2004 para los 
casos de reparación integral de los perjuicios. 
4. No procederá el subrogado penal de Suspensión Condicional de la Ejecución de la 
Pena, contemplado en el artículo 63 del Código Penal. 
5. No procederá el subrogado penal de Libertad Condicional, previsto en el artículo 
64 del Código Penal. 
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6. En ningún caso el juez de ejecución de penas concederá el beneficio de sustitución 
de la ejecución de la pena, previsto en el artículo 461 de la Ley 906 de 2004. 
7. No procederán las rebajas de pena con base en los "preacuerdos y negociaciones 
entre la fiscalía y el imputado o acusado", previstos en los artículos 348 a 351 de la 
Ley 906 de 2004. 
8. Tampoco procederá ningún otro beneficio o subrogado judicial o administrativo, 
salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento 
Penal, siempre que esta sea efectiva. 
Parágrafo transitorio. En donde permanezca transitoriamente vigente la Ley 600 de 
2000, cuando se trate de delitos a los que se refiere el inciso primero de este artículo 
no se concederán los beneficios de libertad provisional garantizada por caución, 
extinción de la acción penal por pago integral de perjuicios, suspensión de la medida 
de aseguramiento por ser mayor de sesenta y cinco (65) años, rebajas de pena por 
sentencia anticipada y confesión; ni se concederán los mecanismos sustitutivos de la 
pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o suspensión 
condicional de ejecución de pena, y libertad condicional. Tampoco procederá 
respecto de los mencionados delitos la prisión domiciliaria como sustitutiva de la 
prisión, ni habrá lugar a ningún otro beneficio subrogado legal, judicial o 
administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de 
Procedimiento Penal siempre que esta sea efectiva.” Disponible en 
http//www.rpository.unilibre.edu.co 
Como la filosofía del no y más concretamente los numerales 4 y 5 que no 
permiten aplicar los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la 
libertad. 
Analizado desde el estado social y derecho democrático consagrado en el 
artículo primero de la norma superior “ARTÍCULO 1º. Colombia es un Estado 
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Social de Derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con 
autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, 
fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés general”. 
Igualmente a la máxima garantía consagrada en nuestra carta magna que 
hace referencia al debido proceso plasmado en el artículo 29 “ARTÍCULO 29. 
El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. [19] Constitución Política de Colombia 1991 Nadie podrá ser 
juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o 
tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada 
juicio. En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Toda persona se presume 
inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea 
sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, 
o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público 
sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen 
en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por 
el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del 
debido proceso.” 
De otra parte es indudable que el articulo precitado de la ley 1098 de 2006 va 
en contravía de lo estipulado en la ley 599 de 2000 que es nuestro estatuto 
penal colombiano, que es mucho más generoso por cuanto permite los 
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mecanismos de sustitución de la pena y los subrogados penales consagrados  
en los artículos 63 y 64 modificados por la ley 1709 de 2014 en sus artículos 
29 y 30. 
Así las cosas, la ley 1098 de 2006 tiene como argumento de fondo Los 
derechos humanos  tienen hoy una total aceptación en las constituciones 
políticas de los distintos estados, como el tratado o convenciones 
internacionales, además de declaraciones solemnes. Se han colocado por 
así decirlo los derechos humanos en una situación de primacía respecto de 
los demás derechos que pueda ostentar la persona como centro de 
imputación de los mismos. Ha sido tanto el interés de los estados modernos 
por proteger los derechos fundamentales de la persona humana. Disponible 
en http//documents.mx 
Con el argumento de fondo de proteger los derechos de los menores se deja 
de lado las garantías constitucionales con principios fundamentales como el 
de igualdad aunque en primer momento pueda advertirse un trato desigual a 
otorgarle beneficio a unas personas especificas con exclusión de otras, la 
protección al derecho de igualdad no puede ser fundamento para contrariar 
de manera consiente unas reglas claras que fueron impuestas no solamente 
para los accionantes si no para todas las personas, como en el caso concreto 
por la ley en comento desconoce este principio fundamental al no permitir la 
aplicación del principio de favorabilidad consagrado en nuestra carta. 
 
Esto no solo afecta los fines del estado “Son fines esenciales del Estado: Servir a 
la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afectan y la vida económica, política, 
administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, 
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mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de 
un orden justo.  
 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos, 
libertades y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales de Estado y de los 
particulares.” Si no también el fin de la pena y sus funciones ya que esta 
se concreta en cumplir las funciones de prevención general, una 
retribución justa, prevención especial, reinserción social y protección al 
condenado, la  prevención especial y la reinserción social operan en el 
momento de la ejecución de la pena de prisión “Artículo 12. Nadie será 
sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanas o 
degradantes.”  
 
También la norma censurada deja de lado el derecho a la defensa, garantía 
excepcional del debido proceso como una de las principales, entendida como 
la oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de cualquier proceso 
o actuación judicial o administrativa, de ser oída, de hacer valer las propias 
razones y argumentos de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en 
contra y de solicitar la práctica y evacuación de las que se estimen más 
favorables, así como de ejercitar los recursos que la ley otorga. 
 
Su importancia en el contexto de las garantías procesales radica en que con su 
ejercicio se busca impedir la arbitrariedad en caso concreto de los agentes 
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estatales y evitar una condena injusta mediante la búsqueda de la verdad, con 
la activa participación o representación de quien puede ser afectado por las 
decisiones que adopten sobre la base de lo actuado, teniendo en cuenta el 
derecho a la defensa material en aquella en que corresponde ejercerla 
directamente al sindicado y la defensa técnica es la que ejerce en nombre de 
aquel del profesional del derecho que se materializa en nuestro sistema penal 
procesal con el nombramiento del profesional escogido por el sindicado o 
defensor de confianza incluso a través de las designación de un defensor 
público proporcionado directamente por el estado a través del sistema 
nacional de defensoría pública. Disponible en http//www.cortenacional.gob.ec 
 
Ahora bien la norma comentada desconoce  los preacuerdos y negociaciones 
entre la fiscalía  el imputado o acusado apartándose de dicha finalidad tal 
como lo consagra el artículo 348 del mismo. “ARTÍCULO 348. FINALIDADES. 
[Artículo CONDICIONALMENTE exequible] Con el fin de humanizar la actuación 
procesal y la pena; obtener pronta y cumplida justicia; activar la solución de los 
conflictos sociales que genera el delito; propiciar la reparación integral de los 
perjuicios ocasionados con el injusto y lograr la participación del imputado en la 
definición de su caso, la Fiscalía y el imputado o acusado podrán llegar a 
preacuerdos que impliquen la terminación del proceso. 
 
El funcionario, al celebrar los preacuerdos, debe observar las directivas de la 
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Fiscalía General de la Nación y las pautas trazadas como política criminal, a fin de 
aprestigiar la administración de justicia y evitar su cuestionamiento.” 
 
Máxime que el gobierno central está encaminado incluso presentan al 
congreso e impulsan proyectos por conducto del señor ministro de justicia 
estos muchos más liberales y laxos en el sentido de buscar la excarcelación de 
personas procesadas e incluso condenadas con el objetivo de buscar la 
excarcelación de los mismos por el inhumano asilamiento que presentan en la 
actualidad los centros de reclusión, tal es el caso del decreto 1760 del 2015  
“Artículo 1°. Adiciónense dos parágrafos al artículo 307 de la Ley 906 de 1 2004, 
del siguiente tenor: '1 I Parágrafo 1°, Salvo lo previsto en los parágrafos 2° y 3° del 
artículo 317 del 1 Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), el término de 
las medidas de aseguramiento privativas de la libertad no podrá exceder de un (1) 
año. Cuando el proceso se surta ante la justicia penal especializada, o sean tres (3) o 
más los acusados contra quienes estuviere vigente la detención preventiva, o se trate 
de investigación o juicio de actos de corrupción de los que trata la Ley 1474 de 2011, 
dicho término podrá prorrogarse, a solicitud del fiscal o del apoderado de la víctima, 
hasta por el mismo término inicial. Vencido el término, el Juez de Control de 
Garantías, a petición de la Fiscalía o del apoderado de la víctima, podrá sustituir la 
medida de aseguramiento privativa de la libertad de que se trate, por otra u otras 
medidas de aseguramiento de que trata el presente artículo. Parágrafo 2°, Las 
medidas de aseguramiento privativas de la libertad solo podrán imponerse cuando 
quien las solicita pruebe, ante el Juez de Control de Garantías, que las no privativas 
de la libertad resultan insuficientes para garantizar el cumplimiento de los fines de la 
medida de aseguramiento. Artículo 2°, Adicionase un parágrafo al artículo 308 de la 
Ley 906 de 2004, del siguiente tenor: Parágrafo. La calificación jurídica provisional 
contra el procesado no será, en sí misma, determinante para inferir el riesgo de 
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obstrucción de la justicia, el peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima 
y la probabilidad de que el imputado no comparezca al proceso o de que no cumplirá 
la sentencia. El Juez de Control de Garantías deberá valorar de manera suficiente si 
en el futuro se configurarán los requisitos para decretar la medida de 
aseguramiento, sin tener en consideración exclusivamente la conducta punible que se 
investiga. Artículo 30. Modificase el artículo 310 de la Ley 906 de 2004, el cual 
quedará así: Artículo 310. Peligro para la comunidad. Para estimar si la libertad del 
imputado representa un peligro futuro para la seguridad de la comunidad, además 
de la gravedad y modalidad de la conducta punible y la pena imponible, el juez 
deberá valorar las siguientes circunstancias: 1. La continuación de la actividad 
delictiva o su probable vinculación con organizaciones criminales. 2. El número de 
delitos que se le imputan y la naturaleza de los mismos. 3. El hecho de estar 
disfrutando un mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad, por delito 
doloso o preterintencional. 4. La existencia de sentencias condenatorias vigentes por 
delito doloso o preterintencional. 5. Cuando se utilicen armas de fuego o armas 
blancas. 6. Cuando el punible sea por abuso sexual con menor de 14 años. 7. Cuando 
hagan parte o pertenezcan a un grupo de delincuencia organizada. Artículo 40 • 
Modificase el artículo 317 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará así: Artículo 317. 
Causales de libertad. Las medidas de aseguramiento indicadas en los anteriores 
artículos tendrán vigencia durante toda la actuación, sin perjuicio de lo establecido 
en el parágrafo 10 del artículo 307 del presente código sobre las medidas de 
aseguramiento privativas de la libertad. La libertad del imputado o acusado se 
cumplirá de inmediato y solo procederá en los siguientes eventos: 1. Cuando se haya 
cumplido la pena según la determinación anticipada que para este efecto se haga, o 
se haya decretado la preclusión, o se haya absuelto al acusado. 2. Como 
consecuencia de la aplicación del Principio de Oportunidad. 3. Como consecuencia 
de las cláusulas del acuerdo cuando haya sido aceptado por el Juez de 
Conocimiento. 4. Cuando transcurridos sesenta (60) días contados a partir de la 
fecha de imputación no se hubiere presentado el escrito de acusación o solicitado la 
preclusión, conforme a lo dispuesto en el artículo 294. 5. Cuando transcurridos 
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ciento veinte (120) días contados a partir de la fecha de presentación del escrito de 
acusación, no se haya dado inicio a la audiencia de juicio. 6. Cuando transcurridos 
ciento cincuenta (150) días contados a · partir de la fecha de inicio de la audiencia 
de juicio, no se haya celebrado la audiencia de lectura de fallo o su equivalente. 2 , . 
Parágrafo 1°. Los términos dispuestos en los numerales 4, 5 Y 6 del presente artículo 
se incrementarán por el mismo término inicial, cuando el proceso se surta ante la 
justicia penal especializada, o sean tres (3) o más los imputados o acusados, o se 
trate de investigación o juicio de actos de corrupción de que trata la Ley 1474 de 
2011. Parágrafo 2°. En los numerales 4 y 5 se restablecerán los términos cuando 
hubiere aprobación de la aceptación de cargos, de los preacuerdos o de la 
aplicación del principio de oportunidad. Parágrafo 3°. Cuando la audiencia de juicio 
oral no se haya podido iniciar o terminar por maniobras dilatorias del acusado o su 
defensor, no se contabilizarán dentro de los términos contenidos en los numerales 5 y 
6 de este artículo, los días empleados en ellas. Cuando la audiencia no se hubiere 
podido iniciar o terminar por causa razonable fundada en hechos externos y 
objetivos de fuerza mayor, ajenos al juez o a la administración de justicia, la 
audiencia se iniciará o reanudará cuando haya desaparecido dicha causa y a más 
tardar en un plazo no superior a la mitad del término establecido por el legislador en 
los numerales 5 y 6 del artículo 317. ,1 Artículo 5°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación, salvo el artículo 10 y el numeral 6 del artículo 4°, los 
cuales entrarán a regir en un (1) año contado a partir de la fecha de su 
promulgación, y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.” 
 
Que fue necesario prorrogar por un año más su vigencia pero aun así se hace 
necesario y urgente que los abogados penalistas, las asociaciones, la academia 
y todos los vinculados con la administración de justicia iniciaron una ofensiva 
para que los aplicadores de justica le den estricto cumplimiento y aplicación a 
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las normas más favorables a los vinculados con los delitos contra los menores. 
Desde luego sin desconocer los lineamientos de la corte incluso presentar un 














LEY 1098 DE 2006 
CÓDIGO DE INFANCIA Y ADOLESCENCIA ARTICULO 199 NUMERAL 4 Y 




Los derechos humanos  tienen hoy una total aceptación en las constituciones 
políticas de los distintos estados, como el tratado o convenciones 
internacionales, además de declaraciones solemnes. Se han colocado por 
así decirlo los derechos humanos en una situación de primacía respecto de 
los demás derechos que pueda ostentar la persona como centro de 
imputación de los mismos. Ha sido tanto el interés de los estados modernos 
por proteger los derechos fundamentales de la persona humana. 
Considerando todo en su aspecto individual como  comunitario que ha venido 
obteniéndose por así decirlo, sobre el particular, un reconocimiento 
internacional  con afirmación universal para todos. Disponible en 
http//www.documents.mx 
Base fundamental del estado social de derecho, es el reconocimiento a la 
dignidad  del ser humano desde luego que este principio universal se ve 
vulnerado con el articulo 199 numerales 4 y 5 de la ley 1098 de 2006 por tal 
razón se consagra como primera norma rectora y en ella se materializa la 
importancia que tiene para el derecho penal, el principio constitucional 
fundamental de la dignidad humana (artículo 1 de el a carta) constituyéndose 
así en un valioso instrumento que conduce a la interpretación de los textos 
legales de él se deriva, sin duda alguna , el carácter de la última ratio del 
derecho penal, su función protectora de bienes jurídicos vinculados 
constitucionalmente, y el rango superior que ostenta el principio de 
culpabilidad. 
Un estado que su fundamenta en la dignidad humana, tiene que tener como 
objeto principal, y con más razón cuando se trata de la utilización del derecho 
penal, la protección del individuo, no solo aquel cuyos bienes jurídicos han 
sido vulnerados sino también de quien ha llevado a cabo el acto delictivo. 
 
La constitución establece que el estado colombiana está fundado en el 
respeto a la dignidad a la persona humana, esto significa que como valor 
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supremo, la dignidad irradia el conjunto de los derechos fundamentales 
reconocidos por los cuales encuentran en el libre desarrollo de la 
personalidad su máxima expresión. El principio de la dignidad humana a 
tiende necesariamente a la superación de la persona, respetando en todo 
momento su autonomía e identidad. Disponible en 
https://www.famisanar.com.co 
 
El derecho penal no solo debe defender a la persona contra los delitos, sino 
que tiene también que garantizar los derechos individuales, que son 
entonces límites al poder punitivo. 
 
En consecuencia, la dignidad como tal es parte esencial del ser humano, es 
previa a cualquier ordenamiento normativo y ella no requiere para su 
subsistencia de conocimiento jurídico alguno. Sin embargo los 
ordenamientos que en forma expresa la recogen otorgan con ello legitimidad 
a los mismos. 
 
La constitución política en el titulo primero, relativa los principios 
fundamentales, en el artículo primero determina que “Colombia es un estado 
social de derecho organizado en forma de republica unitaria fundada en el 
respeto de la dignidad humana” entroniza en virtud de ese postulado la carta 
la misión fundamental del estado social de derecho haciéndola recaer en el 
respeto de  la dignidad  humana; el sustento de esa forma de estado no 
podrá ser otro que el respeto de la condición humana a partir del entendido 
de  su dignidad. 
Al reconocer la norma de normas que el fundamento del estado lo constituye, 
el respeto a la dignidad de la persona que está estableciendo, a nuestra 
manera de ver las cosas, un especial status par el ser humano, situándolo 
por encima d en los demás seres en virtud de su racionalidad, por encima del 
mismo estado, pues este estará al servicio de la persona. La superioridad o 
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prestancia reconocida por la constitución a la persona a partir de su 
racionalidad evidencia la verdadera significación de la dignidad en un entorno 
jurídico, político toda vez que la sociabilidad, la libertad y la responsabilidad 
caracterizan al ser razonable.”1 
 
Esta ley vulnera indudablemente nuestro estado social de derecho y 
concretamente su artículo 199 que restringe los beneficios y mecanismos 
sustitutivos de la pena: Artículo 199  “cuando se trate de los delitos de 
homicidio o lesiones personales bajo la modalidad dolosa, estos delitos 
contra la libertad, integridad y formación sexual, o secuestro, 
cometidos contra niños, niñas y adolescentes”, se aplicarán las 
siguientes reglas: 
 
1. Si hubiere mérito para proferir medida de aseguramiento en los cuales el 
artículo 306 de la Ley 906 de 2004, ésta consistirá siempre en detención 
en establecimiento de reclusión.  No serán aplicables en estos delitos las 
medidas no privativas de la libertad previstas en el artículo 307, literal b) y 
315 de la Ley 906 de 2004. Disponible en 
https://www.bienestarfamiliar.gov.co 
 
             ____________ 
1. Manual de derecho Penal parte general y especial, séptima edición, Mario Arboledda Vallejo, José Armando 
Ruiz Salazar, Editorial Leyes, pág. 41 
 
2.  No se otorgará el beneficio de sustitución de la detención preventiva en 
establecimiento carcelario por la detención en el lugar de residencia 




3. No procederá la extinción de la acción penal en aplicación del principio de 
oportunidad previsto en el artículo 324, numeral 8 de la Ley 906 de 2004 
para los casos de reparación integral de perjuicios. 
 
4. No procederá el subrogado penal de suspensión condicional de la 
ejecución de la pena contemplado en el artículo 63 del Código Penal. 
 
5. No procederá el subrogado penal de libertad condicional previsto en el 
artículo 64 del Código Penal. 
 
6. En ningún caso el Juez de ejecución de penas concederá el beneficio de 
sustitución de ejecución de la pena previsto en el artículo 461 de la Ley 
906 de 2004. 2 
 
7. No procederá la rebaja de penas con base en los preacuerdos y 
negociaciones entre la Fiscalía y el imputado o acusado, previstos en los 
artículos 348 a 351 de la Ley 906 de 2004. 
 
8. Tampoco procederá ningún otro beneficio o subrogado judicial o 
administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el 
Código de Procedimiento Penal siempre que esta sea efectiva. Disponible 
en https://www.mamacoca.org 
____________ 
2. Código de procedimiento Penal Colombiano 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO.  “En donde permanezca transitoriamente 
vigente la Ley 600 del 2000 cuando se trate de delitos a los que refiere el 
inciso 1º de este artículo no se concederán los beneficios de libertad 
provisional garantizada por caución, extinción de la acción penal por pago 
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integral de perjuicios, suspensión de la medida de aseguramiento por ser 
mayor de 65 años, rebajas de pena por sentencia anticipada y confesión; ni 
se concederán los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad 
de condena de ejecución condicional o suspensión condicional de la 
ejecución de la pena, y libertad condicional.  Tampoco procederá respecto de 
los mencionados delitos la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión, 
ni habrá lugar a ningún otro beneficio subrogado legal, judicial o 
administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el 
Código de Procedimiento Penal, siempre que ésta sea efectiva”. 
 
El anterior artículo citado se aparta y vulnera ostensiblemente el verdadero 
estado social de derecho consagrado en el artículo 1º cuando consagra  
“Colombia es un estado social de derecho organizado en forma de república 
unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales.  
Democrática, participativa y pluralista, fundado en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la 
prevalencia del interés general”. 
 
Debemos resaltar que el estado de derecho históricamente se ha anclado en 
la promulgación y defensa a ultranza de los derechos fundamentales de sus 
asociados, y si bien en defensa de la sociedad se hace necesaria la 
constitución de un derecho penal de carácter represivo, el estado debe 
enmarcar su acción en los principios de racionalidad, necesidad y 
proporcionalidad, para así dar legalidad a la misma. 
 
Es la Constitución la que señala cuáles de estos derechos reconocidos y 
protegidos por el estado y resulta innegable que después de la vida y la 
dignidad, le concede prelación de carácter axiológico a la libertad personal, 
disponiendo que su restricción sea absolutamente de carácter excepcional, y 
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solo puede ser ordenada por una autoridad judicial capacitada para ello, 
mediante mecanismos como la captura o la detención preventiva. 
 
Es el propósito de este trabajo plasmar el tratamiento constitucional y legal 
que en Colombia se le ha dado a la restricción de la libertad, destacando 
cómo el legislador perdió la oportunidad de constitucionalizar el 
procedimiento de la captura y la detención preventiva en la Ley 906 de 2004 
y en forma muy reprochable concedió funciones jurisdiccionales a la Fiscalía 
para ordenar capturas y allanamientos so pretexto de la urgencia y el 
eficientísimo y en claro detrimento del estado social de derecho, de la 
constitución y los derechos fundamentales de los ciudadanos.  Este grave 
error del legislador fue recientemente subsanado por la Corte Constitucional 
que declaró inexequible la facultad de la Fiscalía para ordenar capturas. 
 
1. LIBERTAD PERSONAL Y SU RESTRICCIÓN.  
  
Desde Santo Tomás de Aquino pasando por Francisco Victoria, Tomás 
Hobbes, Montesquieu, Rousseau y John Locke.  Sólo por mencionar 
algunos la idea del estado de derecho ha evolucionado a partir de 
diversos sucesos históricos; el concepto se ha decantado al punto de 
considerarse unos principios básicos a saber:  
Se reconocen constitucionalmente, los derechos y libertades 
fundamentales de las personas, las cuales el estado está en obligación 
de proteger, promocionar y acrecentar.3 
 
____________ 
3. Montesquieu, El espíritu de las Leyes, La prensa Bogotá 1990 
 
Al estado lo rige el principio de división de poderes, como una medida 
que garantiza la libertad y prerrogativas individuales, así como procurar 
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una colaboración armónica de las diversas instituciones estatales y 
herramientas de control y vigilancia. 
 
El estado se encuentra dentro del marco de la ley como manifestación de 
la voluntad general del pueblo.  Para tal fin debe considerar que dicha 
norma debe ser regla general formulada por medio de un procedimiento 
que propicie y garantice su debate y que ha de ser publicada para que 
sea conocida. 
 
De acuerdo a lo mencionado con el anterior numeral se establece una 
jurisdicción contencioso administrativa que modere e imponga el imperio 
legal de la administración pública, y si es del caso establecer el agravio 
cuando se lleve a cabo. 
 
Por otro lado, era necesario brindarle un contenido más social y 
económico, por lo tanto se extendió la dicotomía entre estado y sociedad 
que reconocen los avances tecnológicos dentro del marco de la evolución 
social y se aprovechan a fin de mejorar la calidad de vida; le brinda 
admisión a la extensión y profundidad a la red de valores y objetivos del 
estado, a fin de potencializarlos y brindarles un contenido material; todo 
su ejercicio va enfocado a brindar a las personas una condiciones 
mínimas económicas y sociales, para permitir el desarrollo formal de las 
libertades y en general de la realización personal; se reconoce la 
existencia de los derechos sociales, se configura como una herramienta 
apta para distribuir las rentas tributarias y atender las demandas 
asistenciales; y por último, sus procesos de representatividad son 
complicados en razón de la necesidad de representación de los diversos 




En este orden de ideas, si bien es cierto el estado social de derecho es 
omnipresente es precisamente esta característica la que conduce a 
controlar los desequilibrios sociales que se presenten, así como 
garantizar el cumplimiento de los derechos y libertades individuales a fin 
de permitir el desarrollo integral de las personas pertenecientes a dicha 
nación.  De esta manera se configuró el artículo 1º de la Constitución 
Política de Colombia. 
 
2.  ESTADO SOCIAL DE DERECHO Y DERECHO PENAL.   
Las diversas  funciones a las que se ve abocado el estado social de 
derecho, si bien tratan de proteger los derechos de los ciudadanos, se 
debe admitir que también es incapaz de llevar a cabo fielmente este 
objetivo, por lo tanto debe conducirse de un modo represivo y perseguir la 
delincuencia dando la entrada al derecho penal. 
 
El derecho penal dentro del estado social de derecho se rige a la 
protección de los ciudadanos en cuanto a la afectación de sus derechos 
fundamentales, y lógicamente castigando los comportamientos que 
vulneren los bienes jurídicos tutelados; debe regirse bajo el principio de 
legalidad; el reconocimiento de la condición humana, la dignidad del 
procesado o delincuente, así como el ofrecimiento de alternativas de 
tratamiento ante las conductas desviadas; se legitima por la necesidad de 
protegerlas a la sociedad de aquellas conducta que afecten la paz y los 
bienes jurídicos; estará siempre sujeta a principios de racionalidad, 
necesidad y proporcionalidad 14 y los funcionarios judiciales deben actuar 
____________ 
4. Angulo González Guillermo. Captura, detención y libertad Pág. 25, Ediciones Doctrina y Ley, Tercera Ed. 1998   
 
dentro de los preceptos de imparcialidad y neutralidad, para con ello 





3.  LIBERTAD PERSONAL.   
La libertad en muchas ocasiones tiende a ser un concepto un tanto 
esquivo y en tantas otras ambiguo, no es fácil sinterizar el concepto en la 
medida en que éste es aplicable a diversas situaciones ambientales, es el 
caso de la filosofía donde podrá decirse que la libertad es por ejemplo la 
capacidad de decidir hacer el bien o el mal; no así ocurre en el ámbito 
jurídico en donde lo que se permite como concepto debe ser repensado 
para evitar un desequilibrio social.  De esta manera es necesario 
entender la libertad como principio y como derecho; así pues primero 
como principio constitucional que permite la restricción de la actividad 
interpretativa del legislador y el juez constitucional de tal suerte que habrá 
siempre que preferirse aquella interpretación o solución normativa que 
restrinja en menor grado la libertad  (como derecho). Bajo esta óptica 
también es claro que el derecho a la libertad requiere una serie de 
regulaciones y garantías un tanto más agudas. 
 
En la Constitución Política de Colombia se observa en el capítulo 
concerniente a los derechos fundamentales un interesante énfasis en la 
libertad, igualmente el artículo 13 se refiere a la calidad inherente a todas 
las personas en su libertad e igualdad ante la ley. 
 
4. DEBIDO PROCESO.   
La Constitución Política tiene contemplado el debido proceso en el 
artículo 29  de la carta política en razón de que, por estar en juego 
derechos y garantías constitucionales como es el caso de la libertad 
personal, es imperativo que el proceso se desarrolle con minuciosidad y 
brinde a las partes intervinientes todas las garantías que el ordenamiento 
jurídico otorga, con la finalidad que puede hacer valer sus derechos 




El artículo 1º del Decreto 2706 de 1991 se hallaba contemplado el debido 
proceso con ciertas variantes como era la estipulación a no ser juzgado 
dos veces por el mismo hecho. 
 
No obstante la ley 600 de 2000 se observó que en su título preliminar no 
se encontraba artículo alguno que hiciera referencia al debido proceso 
tácitamente, pero lo que se observa es que este derecho constitucional 
fue dividido en sus partes constituyentes o medulares, así se aprecian 
principios como el de la legalidad, la presunción de inocencia, la defensa 
y el juez natural.  Visto de esta forma es interesante analizar cómo se 
encuentra constituido el artículo 29 de la Constitución Nacional. 
 
Observando el núcleo esencial del artículo en el debido proceso se 
aprecian los siguientes principios.6 
 
4.1 Legalidad: toda actuación, todo ejercicio del poder punitivo debe 
estar sometido a controles, debe estar siempre bajo el rigor de la ley, 
a fin de garantizar el ejercicio de los derechos y libertades 
constitucionales. 
 
4.2 Juez natural: es lógico que en un proceso lo deba dirimir un juez 
natural y aunque en la constitución no se encuentra contempladas 
las competencias judiciales es claro que el estado se le impone el  
____________ 
5.     Bernal Cuellar, Jaime Montealegre Eduardo, El proceso penal pág. 357 Unuv. Externado de Colombia 2004 
6.        Idem pág. 358 
 
 




6.1  cuál será el órgano judicial encargado de la instrucción y 
juzgamiento del hecho. 
 
6.2 Presunción de inocencia: la presunción de inocencia es una figura 
que debe acompañar al procesado hasta el momento en que la 
autoridad judicial emita su sentencia, antes debe considerársele 
como no responsable de los actos por los cuales se le investiga, así, 
la Corte afirma que  “la inocencia como valor individual comprende su 
defensa permanente, la cual mal puede diferirse a un momento lejano luego 
de que el estado sin conocimiento del imputado y por largo tiempo, haya 
acumulado en su contra un acervo probatorio que sorprenda y haga difícil 
su defensa.”7 
6.3 Favorabilidad: de acuerdo a la doctrina y la jurisprudencia de la 
Corte se instaura “dicho principio que constituye una excepción a la 
regla general según la cual las leyes rigen hacia el futuro y surge la 
odiosa restringida a lo favorable, debe ampliarse y lo odioso 
restringirse, y solamente tiene observancia cuando existe sucesión 
de leyes”.8  
 
6.4 Derecho a la defensa: este principio es de vital importancia dentro 
del proceso, pues sin él se estará faltando a la igualdad, y por 
supuesto no podría darse la controversia entre las partes.  Dada la 




7. Sentencia C-412 de 1973. Magistrado ponente Eduardo Cifuentes Muñoz. 




a)  Derecho a la asistencia de un abogado: este derecho se 
materializa en la medida que el sindicado nombra a un defensor 
de confianza, defensor público o defensor de oficio, todo 
dependiendo de las circunstancias que lo rodeen al momento del 
proceso.  La asistencia de un avocado conlleva a dos situaciones, 
que son la facultad para solicitar pruebas y controvertir las 
allegadas al proceso y a la de impugnar las providencias. 
 
b) Derecho a impugnar la sentencia condenatoria: aquí se pone 
de presente el principio de doble instancia el cual permite 
impugnar sólo aquellas sentencias condenatorias. 
 
c) Derecho a un proceso público que garantiza a todas las partes 
que intervienen el conocimiento diáfano de las actuaciones que 
se adelantan y así mismo poder tomar decisiones en razón del 
ritmo procesal. 
d) Derecho a presentar y controvertir las pruebas.  Es evidente 
que en un proceso son las pruebas que se allegan las que 
permitirán llegar a una conclusión sobre los hechos; por lo tanto 
que la defensa tenga la capacidad de aportar su propio acerbo 
probatorio; contribuye a una verdadera controversia con respecto 
a lo que pueda allegar la Fiscalía. 
 
e) Derecho a un proceso sin dilaciones injustificadas.  La ley ha 
determinado una serie de términos temporales para la realización 
de cada una de las etapas y diligencias dentro de un proceso, sin 
embargo la desobediencia de estos términos conducen a una 
violación directa del derecho constitucional y a los derechos que 




f) Derecho a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho no 
dos veces sobre lo mismo.  Así pues se establece el 
impedimento a que una persona se le someta dos veces a un 
proceso judicial y particularmente de juzgamiento, independiente 
de si anteriormente fue absuelto o condenado.  De ese modo se 
evita una doble incriminación total o parcial, así como se busca 
reducir los costos que acarrea todo proceso.   
 
8.1 REQUISITOS DEL PROCESO LEGAL, DEBIDO Y JUSTO.  Juez 
natural: el principio funciona como un elemento necesario de la 
imparcialidad y como una garantía frente a la posible arbitrariedad 
de la actuación del poder penal del estado.  En principio del acusado 
se podría facilitar mediante la asignación posterior al momento del 
acaecimiento del hecho que se le imputa de un juez especialmente 
designado, no para juzgarlo imparcialmente  (es decir libre de 
mandatos políticos, de perjuicios o de presiones sobre el caso), sino 
para perjudicarlo. 
 
El órgano judicial debe presentar cuatro características 
indispensables. 
 
a) Competencia por la actitud que la ley confiere para ejercer su 
jurisdicción en un caso concreto. 
 
b)  Independencia, implica que no se encuentre subordinado a 
ninguna de las partes del proceso. 





d) Estar establecido con anterioridad por la ley debe haber sido 
designado previamente al hecho que motiva el proceso, de 
acuerdo al mecanismo constitucional para su nombramiento. 
 
Derecho a ser oído: facultad que tiene el justificable de ser 
escuchado por el órgano competente  (autoridad judicial, fiscal o 
policial). 
El derecho a ser oído se canaliza principalmente a través de la 
llamada declaración del imputado, acto predispuesto por la ley 
procesal para que aquel decida libremente si prefiere ejercer su 
defensa material guardando silencio o a través de manifestaciones 
verbales en descargo o aclaración del hecho que se le atribuye y que 
se le ha hecho conocer previamente junto con las pruebas existentes 
en su contra, en forma detallada y con el encuadramiento legal 
recaído, porque sólo así podrá defenderse íntegramente si el imputado 
ejerce su defensa guardando silencio; esta actitud podrá ser utilizada 
como presunción en su contra, manifestación del derecho al 
comportamiento procesal pasivo. Aspecto del cual deberá ser 
informado debidamente por la autoridad judicial responsable del acto. 
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PREÁMBULO TÍTULO I DE LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES 
 
La Ley 1098 del  2006 Infancia y Adolescencia  en su artículo 199 numerales 
4 y 5 es indudable que va en contravía y se aparta flagrantemente de los 
principios fundamentales consagrados en nuestra constitución, esto se 
deduce claramente del análisis considerado en  La Comisión Colombiana de 
Juristas  (antes Comisión Andina de Juristas Seccional Colombiana) que  ha 
estudiado la Constitución de 1991 desde la perspectiva de los derechos 
humanos, con especial referencia a los tratados internacionales de los 
derechos humanos y del derecho humanitario.  La interpretación de la 
Constitución orientada por el interés de hacer real la vigencia de los 
derechos humanos no es simplemente otra entre las varias posibilidades de 
lectura de la Constitución, sino que es la que más se adecúa a su letra, así 
se desprende los artículos 1 y 2 que fundan el estado colombiano en el 
respeto a la dignidad humana y defienden la garantía de los derechos 
humanos con el fin esencial del estado.  En este sentido se ha pronunciado 
la Corte Constitucional en reiteradas oportunidades  “el sujeto, razón y fin de 
la Constitución de 1991 es la persona humana”  (para decir sentencia T-
02/92). 
 
No obstante esta tendencia de interpretación no parece todavía mayoritaria 
en ámbito de la doctrina.  Algunos manuales de derecho constitucional 
siguen siendo escritos por autores formados bajo el espíritu de la derogada 
constitución de 1886 y del cual no se han desprendido.  Con esta obra de 
comisión colombiana de Juristas busca fortalecer una corriente de 
interpretación de la nueva constitución derivada de su texto, y por ello 
fundada en los derechos humanos. 
 
La Constitución de 1991 encierra en una síntesis afortunada diversos 
elementos de un proyecto de democratización de la vida política en 
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Colombia, el cual enfrenta hoy no pocos obstáculos, una vez promulgada la 
carta, se inició el debate político entre quienes abogan por una constitución 
viva y los que prefieren que permanezca tan solo como una constitución de 
papel, o que simplemente buscan su reforma regresiva, la tendencia a la 
contrarreforma tomó fuerza considerable en los primeros meses de 1995 
debilitándose luego, pero renació en 1996 con el proyecto de la reforma de la 
Carta presentada por el gobierno, el cual fue aprobado en primer debate para 
luego hundirse de manera definitiva.  Los presentes comentarios de la 
Constitución de 1991 buscan contribuir a asegurar su eficacia, a debilitar y 
deslegitimar las tentativas de modificación reaccionaria de sus contenidos.  Y 
con ello a que la Carta se realice como camino civilizado de superación de la 
crisis de violencia y como iniciativa de paz, apertura democrática y justicia 
social. 
 
Para llevar a un buen término esta obra fue convocada un grupo de 
académicos y profesionales con amplia experiencia en el tema de los 
derechos humanos, a los cuales se encargó la redacción de un comentario 
artículo por artículo de la Constitución de 1991.  A partir de la intención que 
todos comparten por lograr un mejoramiento de la grave situación de 
derechos humanos en Colombia, los autores han elaborado sus textos con 
plena independencia.  Antes de su publicación, los comentarios han sido 
sometidos a un seminario de discusión entre el grupo por espacio de cerca 
de tres años, mecanismo que produjo observaciones, respecto a los cuales 
los autores tuvieron plena libertad para introducirlas en sus escritos o 
abstenerse de hacerlo.   Por ello puede encontrarse en algunos casos que 
los comentarios sostienen posiciones distintas de las de sus colegas en esta 
obra, o que difieren de las que ha asumido públicamente la Comisión 
Colombiana de Juristas.  Sin embargo, tal eventualidad es en realidad 
excepcional, por lo cual esta obra debe considerarse como un trabajo 
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colectivo inspirado en el propósito común por el respeto de la dignidad 
humana en Colombia.   
 
La obra se publica en tomos que en general corresponden a los títulos en 
que está dividido el articulado de la Constitución. Encargados de los temas 
en su especialidad los comentaristas son los siguientes:  
 
Título I de los principios fundamentales, Mario Madrid Malo.  
 
Título II de los derechos, las garantías y de los deberes, Libardo Sarmiento y 
Manuel Barreteo.  
 
Título III de los habitantes y el territorio, Manuel Cifuentes.  
 
Título IV de la partición democrática de los partidos políticos, Mauricio 
García. 
 
Título V de la organización del estado, Tulio Chinchilla. 
 
Título VI de la rama legislativa, Tulio Chinchilla. 
 
Título VI de la rama ejecutiva, Gustavo Gallón. 
 
Título VIII de la rama judicial, Danilo Rojas, Osvaldo Sepúlveda y Uriel 
Amaya. Disponible en https://acreditación.udistrital.edu.co 
 
Título IX de las elecciones y la organización electoral, Juan Fernando 
Jaramillo. 
Título X de los organismos de control, Uriel Amaya y Danilo Rojas. 




Título XII del régimen económico y de la hacienda pública, Rodrigo Uprimny. 
 
Título XII de la reforma de la constitución, Mario Madrid Malo. 
Desde luego que hay que extender los agradecimientos a todas las personas 
que han contribuido a llevar a buen término este proyecto, y en especial a 
Hernando Valencia Villa que dio impulso a la obra, siendo su primer 
coordinador; a Luis Javier Caicedo, inicialmente Asistente Editorial, a Luz 
Miryan Leguizamón y Alberto García de la Sala Constitucional de la 
Biblioteca Luis Ángel Arango, y finalmente al Museo de Arte Moderno de 
Bogotá por la autorización de la reproducción de tan magna obra. 
 
“Con respecto al valor de los preámbulos constitucionales dijo la Corte 
Suprema de Justicia en 1980, se pueden distinguir tres posiciones la de 
quienes sostienen que el preámbulo de una constitución es como su fachada 
la gran portada por la que se penetra al interior del conjunto normativo y que 
anuncia su estilo político y su carácter jurídico; la de quienes ven en el 
preámbulo un conjunto de principios con fuerza directiva, de manera que se 
configura en ellos una verdadera normatividad supraconstitucional con 
jerarquía superior a la de los preceptos de la carta que deben ser su 
desarrollo; y una tercera que entiende el preámbulo como declaración de 
principios y como el señalamiento de los fines y motivos que animan al 
constituyente para expedir el código superior.  Con este último significado el 
preámbulo representa insustituible referencia para la interpretación de las 
normas constitucionales, a fin de esclarecer sus puntos dudosos y mantener 
la vigencia del espíritu que la inspiró”. 9 
 
____________ 
9. Corte Suprema de Justicia, sala plena, sentencia del 2 de oct. De 19980 
“El preámbulo de la constitución política es su pórtico: el lugar en el cual el 
constituyente señala los propósitos y los objetivos que han inspirado su valor 
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normativo.  Como desde 1992 lo ha afirmado la Corte Constitucional, el 
preámbulo  “incorpora más allá de un simple mandato específico los fines a 
los cuales tiende el ordenamiento jurídico; los principios que inspiran al 
constituyente para diseñar de una determinada manera la estructura 
fundamental del estado; la motivación política de toda la normatividad; los 
valores  que esa constitución aspira a realizar y que trascienden la pura 
libertad de sus artículos”. 10   
 
Conforme a la jurisprudencia preconstitucional, el preámbulo no era una 
norma jurídica ni un conjunto de normas de tal género,11 se veía en él 
apenas una definición de principios y los fines del constituyente  “extraídos 
en determinado momento histórico de las aspiraciones del pueblo sobre su 
querer ser y su deber ser”12 , como corolario de esa apreciación. 
 
EL Juez Supremo de Constitucionalidad se negó durante muchos años, a 
fallar sobre la exequibilidad de normas a las cuales se acusaba de violar el 
proverbio de la Carta Política en 1988, sostuvo la Corte Suprema de Justica  
“los efectos jurídicos del contenido ideológico del preámbulo quedan 
limitados a su función como medios de interpretación, debe observarse que 
esta teoría al restringir el alcance los conceptos del preámbulo a elemento 
dotado apenas de valor hermenéutico, niega a los mismos el carácter de las 
normas jurídicas, preceptos aplicables ‘per se’  como consecuencia de ello, 
se predica que no es posible encontrar infracción directa e indirecta de una 
norma respecto de aquellas que no lo son, lo cual significa, en la teoría del 
 
____________ 
10. Corte Constitucional, sentencia C-479 de 1992 
11. Véase Corte Suprema de Justicia, sala plena, Sentencia del 19 de mayo de 1988 





control constitucional, que no puede declararse violación alguna del estatuto 
superior que, en este punto como acaba de decirse no es normativo”.13   
 
“Por el contrario hoy la Corte Constitucional acepta y reconoce el poder 
vinculante del preámbulo  “lejos de ser ajeno a la constitución dice la Corte, 
el preámbulo hace parte integrante de ella, las normas pertenecientes a las 
demás jerarquías del sistema jurídico están sujetas a toda la constitución, y 
no pueden contravenir los mandatos contenidos en el articulado, menos aún 
les está permitida la transgresión de las bases sobre las cuales se soportan y 
a cuyas finalidades apuntan”.14  “En consecuencia, actualmente la Corte 
Constitucional puede declarar inexequible una norma sujeta a control cuando 
ella no se ajusta a la fórmula preliminar de la normativa contenida en los 
artículos 380 de la ley fundamental”.  “El control de constitucionalidad 
sostiene la Corte no puede excluir las violaciones. 
Del preámbulo como suficiente motivo para declarar la inexequibilidad de las 
normas que incurren en ellas”15  para la Corte el preámbulo es normativo. 
 
Los siguientes comentarios al preámbulo de la Constitución del 91 versan 
sobre cinco aspectos: 
 
La referencia al pueblo, a la unidad nacional y al poder constituyente. 
 
La referencia a la Asamblea Nacional Constituyente. 
 
La referencia a los valores. 
____________ 
13. Corte Suprema de Justicia, sala plena sentencia del 19 de mayo de 1988 








La referencia al marco jurídico y al orden justo. 
 
La referencia a la integración latinoamericana. 
 
“Según don José María Samper, primera comentarista de la Constitución de 
1886, para los redactores de esta fuente inmediata y visible del poder 
constituyente  “el estado mismo”16  muy distinta es la concepción de ese 
poder en el preámbulo de la Constitución de 1991, que reconoce al pueblo 
de Colombia como autor inmediato del texto constitucional.  Conforme a las 
palabras del prefacio, el pueblo representado por delegatarios  “decreta, 
sanciona y promulga”  la nueva normativa fundamental: la determina de 
modo autoritativo, le da fuerza jurídica y la pública para que sea cumplida por 
todos, la nueva Constitución no es como afirma Caro del estatuto 
constitucional de 1863 pero también pudo razonablemente predicarse del 
impuesto en 1886 la obra formada por un solo partido con exclusión de los 
vencidos”17, por el contrario ella misma se proclama obra del soberano 
popular que el primero en percibirlo fue Montesquieu  “realiza por medio de 
sus presentaciones todo lo que no puede realizar por sí mismo”.18. 
 
Con arreglo a la muy conocida teoría Sieyés afortunada combinación de la 
doctrina de Rousseau sobre la soberanía del pueblo y de la doctrina de 
Montesquieu sobre la separación de los poderes  “el cuerpo político de 
asociados que vive bajo una misma ley”  puede expresar su voluntad común  
 
____________  
16. José María Samper, derecho público interno Bogotá temis 1986, pág., 296 
17. Miguel Antonio Caro, Estudios Constitucionales y Jurídicos, primera serie Bogotá, Instituto Caro y Cuervo 1986 
pág. 6 
18. Montesquieu, El espíritu de las leyes, Barcelona, Atalaya, 1999, pág. 117 
por procuración confiado a un cuerpo extraordinario de delegados por 




El preámbulo de la Constitución de 1991 acoge el concepto sieyeano de 
representación, según el cual por brillante fricción jurídica la comunidad se 
hace suplir por diputados a la hora de aplicar su poder modificatorio. 
 
El pueblo colombiano es el histórico y real componente de la comunidad 
territorial que en nuestro país se constituyó en estado al cesar la dominación 
colonial: el conjunto de personas de todas las condiciones que habitan el 
territorio patrio, conjunto en el cual como después lo reconoce el artículo 3º 
de la Constitución reside exclusivamente la soberanía en el pueblo forma del 
sustrato humano del estado que solo existe a partir del momento histórico en 
el cual un grupo de personas fijado establemente sobre una porción de la 
superficie terrestre, llega a ser dueño de una estructura institucionalizada de 
poder.  Solamente entonces ese grupo de hecho posee órganos para 
expresar su voluntad, establecer su orden jurídico e imponer mandatos y 

















CÓDIGO PENAL LEY 599 DE 200 ARTICULO 63 Y 64 DEL 
ESTATUTO PROCEDIMENTAL PENAL LEY 906 DE 2004. 
 
Nuestro código penal consagra algunos mecanismos sustitutivos de la pena 
privativa de la libertad y más concretamente el artículo 63 modificado por la 
ley 1709 de 2014 en su artículo 29 “La ejecución de la pena privativa de la 
libertad impuesta en sentencia de primera, segunda o única instancia, se suspenderá 
por un período de dos (2) a cinco (5) años, de oficio o a petición del interesado, 
siempre que concurran los siguientes requisitos: 
1. Que la pena impuesta sea de prisión que no exceda de tres (3) años. 
2. Que los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado, así como la 
modalidad y gravedad de la conducta punible sean indicativos de que no existe 
necesidad de ejecución de la pena. 
La suspensión de la ejecución de la pena privativa de la libertad no será extensiva a 
la responsabilidad civil derivada de la conducta punible. 
El juez podrá exigir el cumplimiento de las penas no privativas de la libertad 
concurrentes con ésta. En todo caso cuando se trate de lo dispuesto en el inciso final 
del artículo 122 de la Constitución Política, se exigirá su cumplimiento.” 
Máxima garantía que desconoce y deja de lado la ley 1098 de 2006 donde 
abiertamente contrapone en su artículo 199 numerales 4 y 5 que prohíbe el 
beneficio de los subrogados penales.  
De igual manera no tiene en cuenta lo estipulado en el artículo 64 de nuestro 
Código Penal Colombiano “Artículo  64.  Libertad condicional. Modificado por el 
art. 5, Ley 890 de 2004, Modificado por el art. 25, Ley 1453 de 2011, Modificado por 
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el art. 30, Ley 1709 de 2014.  El Juez concederá la libertad condicional al condenado 
a pena privativa de la libertad mayor de tres (3) años, cuando haya cumplido las tres 
quintas partes de la condena, siempre que de su buena conducta en el 
establecimiento carcelario pueda el Juez deducir, motivadamente, que no existe 
necesidad para continuar con la ejecución de la pena. 
No podrá negarse el beneficio de la libertad condicional atendiendo a las 
circunstancias y antecedentes tenidos en cuenta para la dosificación de la pena. 
El período de prueba será el que falte para el cumplimiento total de la condena.” 
 
Más aún la ley en comento tampoco tiene en cuenta que la norma rectora de 
la ley penal colombiana en su artículo primero que hace referencia a  la 
dignidad humana “El derecho penal tendrá como fundamento el respecto a la 
dignidad humana”. 
De otra parte también desconoce todo lo relacionado con la persona que 
cumple los requisitos para obtener el beneficio de la prisión domiciliaria la 
redención de la pena durante la condena. 
 
LEY 906 DE 2004 ESTATUTO PROCEDIMENTAL PENAL  
La ley 906 ya precitada en su artículo 199 ve en contravía de lo consagrado 
en nuestro código de procedimiento penal, ya que no tiene en cuenta que el 
imputado por los delitos contra los menores un puede hacer preacuerdos con 
la Fiscalía y ningún tipo de negociación tal como lo consagra el articulo 384 y 
siguientes de nuestro código penal pero aún mucho más allá, al desconocer 
el artículo 293 “PROCEDIMIENTO EN CASO DE ACEPTACIÓN DE LA 
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IMPUTACIÓN. [Artículo modificado por el art. 69 de la ley 1453 de 2011. El nuevo 
texto es el siguiente:] Si el imputado, por iniciativa propia o por acuerdo con la 
Fiscalía acepta la imputación, se entenderá que lo actuado es suficiente como 
acusación. La Fiscalía adjuntará el escrito que contiene la imputación o acuerdo que 
será enviado al Juez de conocimiento. Examinado por el juez de conocimiento el 
acuerdo para determinar que es voluntario, libre y espontáneo, procederá a 
aceptarlo sin que a partir de entonces sea posible la retractación de alguno de los 
intervinientes, y convocará a audiencia para la individualización de la pena y 
sentencia. 
 
PARÁGRAFO. La retractación por parte de los imputados que acepten cargos será 
válida en cualquier momento, siempre y cuando se demuestre por parte de estos que 
se vicio su consentimiento o que se violaron sus garantías fundamentales”. 
Modificado por la ley 1453 de 2011 en su artículo 69 cuando el imputado de 
manera libre espontánea y debidamente informado acepta cargos para 
obtener la rebaja  hasta el 50% que consagra el articulo 351 
Audiencia de formulación              Rebaja hasta el 50% de la pena 
              Art. 351 
Audiencia preparatoria                      1/3 (33.3 %) 
   Art. 356 num. 5° 
Juicio oral                                          1/6 (16.6%) 




20. Estatuto Procedimental Penal Colombiano 
La persona vinculada con los delitos relacionados con la ley 1098 de 2006 de 
acuerdo a su artículo 199 desconoce profundamente la garantías precitadas 
y actualizadas de nuestro estatuto procedimental penal, pero también se 
aparta flagrantemente del derecho a la defensa como una de las principales 
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garantías del debido proceso, y es precisamente el derecho a la defensa. 
Entendido como la oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de 
cualquier proceso o actuación judicial o administrativa, de ser oída, de hacer 
valer las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar 
las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se 
estima favorables, así como de ejercitar los recursos que la ley otorga. Su 
importancia en el contexto de las garantías procesales, radica en que con su 
ejercicio se busca impedir la arbitrariedad de los agentes estatales y evitar la 
condena injusta, mediante la búsqueda de la verdad, con la activa 
participación o representación de quien puede ser afectado por las 
decisiones que se adopten sobre la base de lo actuado. 
 
El derecho a la defensa como es sabido el artículo 29 de la Constitución 
Política, consagra el derecho fundamental al debido proceso haciendo 
extensiva su aplicación a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. 
“La corte se ha referido a este derecho señalando que lo integran el conjunto 
de facultades y garantías previstas en el ordenamiento jurídico, cuyo objetivo 
básico es brindar la protección al individuo sometido a cualquier proceso. De 
manera que durante el trámite pueda hacer valer sus derechos sustanciales 
y se logre respeto de las formalidades propias del juicio asegurando con ello 
una recta y cumplida administración de justicia”. 
 
También el derecho internacional los distintos tratados de derechos humanos 
hacen un especial reconocimiento al derecho a la defensa en materia penal. 
Así ocurre, por ejemplo, en el pacto internacional de los derechos civiles y 
políticos y la convención americana de derechos humanos, incorporados a 
nuestro ordenamiento interno a través de las leyes 74 de 1968 y 16 de 1972 
respectivamente los cuales a su vez forman parte del bloque de 
constitucionalidad por mandato expreso del artículo 93 de la constitución 
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política. Disponible en https://190.24.134.68 “Los tratados y convenios 
internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y 
que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden 
interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de 
conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados 
por Colombia. El Estado Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte 
Penal Internacional en los términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 
de julio de 1998 por la Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, 
consecuentemente, ratificar este tratado de conformidad con el procedimiento 
establecido en esta Constitución. La admisión de un tratamiento diferente en 
materias sustanciales por parte del Estatuto de Roma con respecto a las garantías 
contenidas en la Constitución tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de la 
materia regulada en él. * Modificado por el Acto Legislativo 1/2001. Fueron 
agregados incisos 3º y 4º”. 
 
Reiterando lo dicho por esta corporación “La finalidad protectora de las 
garantías procesales previstas en la constitución y la ley, que contribuyen a 
su vez el mínimo de requisitos y condiciones que deben tenerse en cuenta 
en las actuaciones penales para asegurar el respeto a los derechos del 
implicado exigen necesariamente, que dentro del respectivo trámite judicial 
este e encuentre representado por una persona con suficientes 
conocimientos de derecho, capacitada para afrontar con plena solvencia 
judicial las vicisitudes que de ordinario se presentan en el mismo” 
 
Como ya se mencionó, el derecho a la defensa en su doble modalidad, 
material y técnica, se encuentra claramente garantizado por la constitución y 
los tratados internacionales de los derechos humanos, durante la etapa de la 
investigación y el juzgamiento al respecto de la carta ya citad, consagra 
“quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un 
abogado escogido por él, o de oficio durante la investigación y el 
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juzgamiento”, de la misma manera el pacto internacional de derechos civiles 
y políticos y la convención americana de derechos humanos, a los que 
también ya se hizo referencia reconocen de la misma manera el “derecho del 
inculpado de defenderse personalmente do de ser asistido por un defensor 
de su elección”. 
 
Respecto al derecho de la defensa técnica la jurisprudencia constitucional ha 
sido enfática en sostener  “que el mismo hace parte del núcleo esencial del 
derecho a la defensa y al debido proceso destacando que el respeto a este 
derecho de rango constitucional obliga la legislador y a los jueces a tal punto 
que las deficiencias en la materia ocasionan como lo expreso la corte en 
sentencia C-592 del 9 de dic. De 1993, la anulabilidad  de lo actuado en el 
estrado judicial por razones constitucionales y la inconstitucionalidad de la 
disposición legal o reglamentaria que lo permita”. 
 
Sobre el particular dijo la corte en sentencia C025 1998 el constituyente dejo 
plasmado en la carta la voluntad de asegurar el respeto pleno al derecho a la 
defensa técnica en el ámbito penal, durante una regulación categórica y 
expresa de carácter normativo y de rango superior que compete con carácter 
imperativo y general al legislador, a la ley y a los jueces. 
 
Lo anterior significa que dichas funciones de defensa del sindicado en las 
etapas de investigación y juzgamiento no pueden ser adelantadas por una 
persona que no se encuentre científica y técnicamente habilitada como 
profesional de derecho so pena de la configuración de una situación de 
anulabilidad de lo actuado en el estrado judicial por razones constitucionales 
o de inconstitucionalidad de la regulación legal o reglamentaria que lo 




Aun cuando  tenemos der paso que dejar consignado que el procedimiento 
penal acusatorio y oral es indudable que también tiene sus falencias sin 
exageraciones bien podría afirmarse, que no es una creación de un modelo 
acusatorio puro incluso la corte constitucional en el preludio del modelo 
fueron suficientes para que magistrados, jueces, fiscales, delegados del 
ministerio público, abogados defensores y operadores en general creyeran 
que esa objetiva mengua en la pureza anglosajona del método, antes de 
comprometerlos con su consolidación los autorizaba para desnaturalizarlo, 
descomponerlo, tergiversarlo hasta convertirlo en este trámite ignominioso, 
que a diario desafía el ideal acusatorio que inspiro la norma. 
 
Ya lo expreso el honorable magistrado Manuel José Cepeda Espinosa en la 
sentencia C-873 de 2005 “si bien es cierto se creó un sistema sustancialmente 
diferente al anterior, ello no significa haber adoptado un sistema acusatorio puro.21” 
 
Igualmente la honorable magistrada Clara Inés Vargas Hernández en 
sentencia C591 de 2005 “ se trata de un nuevo modelo que presenta 
características fundamentales especiales y propias, que no permiten adscribirlo o 
asimilarlo prima facie, a otros sistemas acusatorios como el americano o el 
continental europeo”22.  
 
____________ 
21. Sentencia C-873 de 2005, Magistrado Ponente, Manuel Cepeda Espinosa. 
22. Sentencia C-591 de 2005, Magistrada Clara Inés Vargas Hernández 
 
 
Pero aun así con todas las deficiencias y señalamientos que puedan 
torpedear el ordenamiento penal es indudable y de resaltar que aun así es 




Colombiano ley 599 de 2000. Que la ley en comento ya citada en diferentes  
apartes, ley 1098 de 2006 de infancia y adolescencia y puntualmente en su 
artículo 199 que es el imperativo del NO negándole garantías mínimas a los 
vinculados a estos delitos donde se encuentra vinculado un menor.  
 
ARTÍCULO 199. BENEFICIOS Y MECANISMOS SUSTITUTIVOS. 
Cuando se trate de los delitos de homicidio o lesiones personales bajo modalidad 
dolosa, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, o secuestro, 
cometidos contra niños, niñas y adolescentes, se aplicarán las siguientes reglas: 
 
1. Si hubiere mérito para proferir medida de aseguramiento en los casos del 
artículo 306 de la Ley 906 de 2004, esta consistirá siempre en detención en 
establecimiento de reclusión. No serán aplicables en estos delitos las medidas no 
privativas de la libertad prevista en los artículos 307 , literal b), y 315 de la Ley 906 
de 2004. 
 
2. No se otorgará el beneficio de sustitución de la detención preventiva en 
establecimiento carcelario por la de detención en el lugar de residencia, previsto en 
los numerales 1 y 2 del artículo 314 de la Ley 906 de 2004. 
 
3. No procederá la extinción de la acción penal en aplicación del principio de 
oportunidad previsto en el artículo 324 , numeral 8, de la Ley 906 de 2004 para los 
casos de reparación integral de los perjuicios. 
 
4. No procederá el subrogado penal de Suspensión Condicional de la Ejecución de la 
Pena, contemplado en el artículo 63 del Código Penal. 
 
5. No procederá el subrogado penal de Libertad Condicional, previsto en el 
artículo 64 del Código Penal. 
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6. En ningún caso el juez de ejecución de penas concederá el beneficio de sustitución 
de la ejecución de la pena, previsto en el artículo 461 de la Ley 906 de 2004. 
 
7. No procederán las rebajas de pena con base en los preacuerdos y negociaciones 
entre la fiscalía y el imputado o acusado, previstos en los artículos 348 a 351 de la 
Ley 906 de 2004. 
 
8. Tampoco procederá ningún otro beneficio o subrogado judicial o administrativo, 
salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento 
Penal, siempre que esta sea efectiva. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO. En donde permanezca transitoriamente vigente la 
Ley 600 de 2000, cuando se trate de delitos a los que se refiere el inciso primero de 
este artículo no se concederán los beneficios de libertad provisional garantizada por 
caución, extinción de la acción penal por pago integral de perjuicios, suspensión de 
la medida de aseguramiento por ser mayor de sesenta y cinco (65) años, rebajas de 
pena por sentencia anticipada y confesión; ni se concederán los mecanismos 
sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o 
suspensión condicional de ejecución de pena, y libertad condicional. Tampoco 
procederá respecto de los mencionados delitos la prisión domiciliaria como 
sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar a ningún otro beneficio subrogado legal, 
judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el 
Código de Procedimiento Penal siempre que esta sea efectiva. Disponible en 
https://www.acj.org.co 
 
Aun cuando sin desconocer las reformas urgentes que requiere para 
fortalecer el sistema penal acusatorio que así las describe nuestra 
consagrada escritora asociada a la facultad de derecho, ciencia políticas y 




1. La fiscalía general de la nación no debe formar parte de la rama judicial ni 
ser órgano administrador de justicia. 
2. La procuraduría general de la nación no debe intervenir en el proceso 
penal acusatorio a ningún título. 
3. En la audiencia preliminar de formulación de la imputación no debe 
preguntársele al imputado como se declara. 
4. Se debe restaurar la eliminada etapa intermedia del proceso. 
5. Se debe implementar controles materiales a la acusación. 
6. Solo después del descubrimiento probatorio de la fiscalía puede 
preguntársele al acusado como se declara frente a los cargos. 
7. Debe instaurarse la declaración libre y voluntaria del imputado y o 
acusado tan arraigada en la cultura jurídica latinoamericana. 
8. Deben independizarse las acciones penal y civil. 
9. Urge dar solución a l práctica de pruebas de la defensa. 
10. Se debe reglamentar el jurado para los delitos de sangre y conexos así 




Ahora bien, la ley en comento (ley 1098 de 2006 Art. 199) desconoce 
significativamente los principios fundamentales que forman las estructura del 
procedimiento penal y que en  conexidad con el bloque constitucional son la 
plena garantía  del respeto al ser humano que se simplifican así. 
 
LOS PRINCIPIOS RECTORIALAES DEL DERECHO 






1. PRINCIPIO RECTOR: 
 
Ciertamente debemos iniciar este tema, recordando el alcance que se le da 
al concepto de principio rector, por cuanto es muy general el término 
“principio”, debiéndose precisar este como “fundamento”, siendo los mismos 
“principios de derecho natural”, reconociéndoseles cierto valor normativo 
fundamental, siendo contendedores de un sistema normativo absoluto, y que 
algún sistema jurídico que no incorpore los mismos, no podrá ser tenido 
como tal. 
 
Estos principios, son estudiados particularmente por la nomoarquía o 
principalista jurídica, haciéndose derivar aquella de la dicción compuesta de 
nomos que significa ley o derecho y archai que son principios,  a los  cuales 
se añade el sufijo que implica cientificidad, por lo cual nomoarquía vendría a 
ser l ciencia de los principios jurídicos. 
 
Por otra parte la “principialistica”, proviene del nombre latino neuro prural 
principia, que son los principios y el afijo propuesto ística que conlleva a la 
idea de sistematización. 23 
 
Los principios generales del derecho se caracterizan esencialmente por ser 
el punto esencial de partida de un sistema o de un desarrollo conceptual, 
____________ 
23. VALENCIA RESTREPO HERNÁN, Monarquía principialistica jurídica o los Principios Generales del Derecho Ed. 
Temis II educación 1999 pág. 2 
siendo vinculantes en el sentido de ser referentes lógicos valorativos, siendo 
igualmente independientes ya que su actitud jurídica son previas a  las 
normas rectoras, son prevalentes por cuando priman sobre las normas, 
condicionales en cuanto su respeto le da legitimidad material a las normas 
positivas, siendo primarios ya que no hay nada antes que ellos, prioritarios 
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porque prevalecen sobre las demás leyes y principales, porque de ellos se 
derivan las demás. Disponible en https://www.acj.org.co                       
 
Ahora, las normas rectoras son aquellas que llevan esos principio generales 
ay los consagran en normas positivas o le dan desarrollo legal o 
jurisprudencial, sin que lo vayan a crear. 
 
La norma rectora no crea el principio, sino que lo individualiza  positivándolo 
para destacarlo y darle aún más fuerza, otorgándole esa rectoría normativa 
el poder de imponerse a contenidos normativos que tengan un valor opuesto, 
dependiendo la validez de estas  de su observancia, cuya integridad 
precisamente deberán custodiar los jueces de la Republica como guardianes 
del imperio de la ley, conforme a los artículos 228 y 230 de la Constitución 
Nacional, que implica la convivencia del pueblo y la garantía plena de los 
derechos fundamentales, teniendo su fuente esencial en la persona humana 
y su dignidad, sobre la cual se edificó todo nuestro sistema normativo. 
Disponible en https://www.sites.google.com 24 
 
2. LA DIGNIDAD HUMANA 
  
Establece el artículo 1 de la Constitución Nacional que “Colombia es un 
estado social de derecho organizado en forma de Republica unitaria, 
____________ 
24. RAMÍREZ BASTIDAS YESID, RAMÍREZ DE RAQUEL, principialistica Procesal Penal Ediciones Jurídicas 
Gustavo Ibáñez, Bogotá 2003 pág., 62 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el 





Esta categoría superiorísima de dignidad humana tiene un origen 
ciertamente divino, ya que hombre fue creado a imagen y semejanza de 
 
 DIOS, por lo cual se impone dentro de  toda naturaleza, siendo en 
consecuencia un valor superior que se tiene que garantizar y proteger en 
cualquier sistema jurídico civilizado, implicando la superioridad del hombre 
sobre los que carecen de razón. 
 
En cuanto a nuestra Constitución Política, tiene su fundamento en el 
preámbulo y su articulo1°, pero adicionalmente se encuentra presente dentro 
de los fines esénciales del Estado del artículo 2°, y recalcada en el 
conocimiento y protección de la diversidad étnica y cultural de la nación, sin 
que sea impensable la existencia de la dignidad sin el derecho a la vida del 
artículo 11, la prohibición de la desaparición forzada del artículo 12, la 
libertad, igualdad y reconocimiento de la personalidad jurídica e intimidad de 
los articulos13, 14, 15; la prohibición de la esclavitud, libertad de conciencia , 
derecho a la honra, de los artículos 17, 18 y 21, sin perder obviamente de 
vista el derecho al libre desarrollo de la personalidad del artículo 16, pues se 
tendrá como este “…plantea una relación individuo-sociedad-estado, a partir 
del cual debe precisarse el alcance de los derechos, deberes y obligaciones 
de unos y otros: El núcleo esencia de este derecho protégela libertad general 
de acción vinculada estrechamente con el principio de dignidad humana, 
cuyos contornos se determinan de manera negativa, estableciendo en cada 
caso la existencia o inexistencia de derechos de otros o disposiciones 
jurídicas con virtualidad de limitar válidamente su contenido…” de acuerdo a 
lo manifestado por la Corte Constitucional en sentencia T-532 de 23 de 
septiembre de 1992. 
 
Además, es necesario tener en cuenta que el respeto a la dignidad de la 
persona se encuentra en diferentes pactos y convenios internacionales, que 
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de todos modos hacen parte de norma de normas con carácter supra legal, 
de conformidad a lo descrito en el artículo 93 de la C.N. como son la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, en el pacto internacional 
de los Derechos Humanos, artículos 7,10, 14 y 16 en la Convención 
Americana de los Derechos Humanos, ley 319de 1996, entre otros, formando 
parte del llamado bloque de constitucionalidad, como lo aclaró de manera 
reiterada la Honorable Corte Constitucional, en varios pronunciamientos, 
entre ellos al analizar cómo “Es sabido y últimamente aceptado por varios 
doctrinantes que la normatividad constitucional no es privilegio exclusivo de 
los artículos que formalmente integran el texto de la Carta Política.” 
Disponible en https://www.acj.org.co 
 
El estatuto superior está compuesto por un grupo más amplio de principios, 
reglar y normas de derecho positivo que conforman el denominado bloque de 
constitucionalidad y que comparten con los artículos del texto de la carta 
mayor jerárquica normativa en el orden interno. En este sentido, la noción 
bloque de constitucionalidad pretende transmitir la idea de que la constitución 
de un estado es mucho más amplia que su texto constitucional, dado que 
existen otras disposiciones básicas que reflejan los valores y principios 
fundacionales del estado y también regulan la producción de las demás 
normas de ordenamiento domestico… El hecho de compartir la jerarquía del 
texto formal de la carta, convierte a los dispositivos del bloque en eje y factor 
de unidad de cohesión de la sociedad y la condición de ocupar con ellos el 
máximo peldaño en la escala normativa, obliga a que toda legislación interna 
acondicione su contenido y ajuste sus preceptos a los estatutos por aquellos 
adoptados, pues estos irradian su potestad sobre todo el ordenamiento 
normativo. Disponible en https://www.acj.org.co  25 
 
Ahora bien, la Ley 599 de 2000 en su artículo 1° y la Ley 906 se 2004, 
también en su artículo 1°, presentan como principio rector de los derechos 
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sustantivos y formal penal la dignidad humana, aclarándose que 
precisamente las normas rectoras serán consideradas como los preceptos 
que van a enmarcar el alcance, orientación, esencia  y la interpretación de un 
sistema penal, prevaleciendo sobre cualquier otra norma de la respectiva 
codificación, como lo establecen los artículos 14 del C.P. y 26 del C.P.P. sin 
que pueda limitarse a una simple exposición de propósitos, sino tiene que ser 
considerada como una norma jurídica rectora vinculante y que va a 
influenciar todo el ordenamiento jurídico. 
 
Pero además lo esencial de la dignidad humana, constituye en sí la base 
axiológica de nuestra carta fundamental y todo nuestro estado social de 
derecho, siendo el presupuesto esencial para el desarrollo de los demás 
derechos y garantías, como lo estableció en la sentencia T 123 de 1994 por 
parte de la Corte Constitucional en el sentido que “La constitución establece 
y marco de valores y principios materiales, que se estructuran como 
fundamento de un verdadero sistema axiológico. Este sistema se basa en la 
dignidad humana, como principio que indica que el hombre es un ser que 
tiene a su perfeccionamiento, al desarrollar plenamente lo que por naturaleza 
se le ha dado como bienes esenciales: la vida, la salud, el bienestar, la 
personalidad, entre otros.” 
 
En concreto, este principio de dignidad tiene como consecuencias prácticas y 
concreto dentro de nuestro ordenamiento jurídico la existencia del derecho  
____________ 
25. Corte Constitucional, sentencia C-067 del 4 de febrero de 2003, Magistrado ponente Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra 
penal como la “ULTIMA RATIO”, es decir el último anillo de la defensa de un   
sistema político, por cuanto como sus consecuencias son las más 
intolerables  del ámbito jurídico, solamente con un derecho penal mínimo, 
cuando no haya otro remedio puede entrar a penalizarse comportamientos 
que están regulados en otras ramas del derecho siempre de manera 
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proporcional y sin desconocer el principio de lesividad y ante todo, 
observándose el principio de culpabilidad, por cuanto al estar frente a un 
código penal de acto y no de autor es necesario insistir en la erradicación de 
toda clase de responsabilidad objetiva. 
 
Igualmente es básico destacar que la dignidad debe ser tomada en cuenta 
dentro de la función resocializadora para lograr una adecuada reinserción en 
el medio social, no solamente en cuanto a la aplicación de las penas , sino 
en cuanto a las medidas de seguridad, involucrando no sólo la limitación y 
efectividad de la pena, sino su proporcionalidad estableciéndose unos 
parámetros claros para su imposición y ejecución, de tal manera que nunca 
se podrán olvidar las funciones y fines del derecho penal y de su extrema 
sanción punitiva, por cuanto estas hacen referencias a los mismos fines del 
estado, desde unos puntos de vista axiológicos y filosóficos. Así la 
legitimidad material del derecho  penal se concibe en consecuencia a partir 
de los fines y de las funciones que le determinan los valores superiores del 
ordenamiento jurídico, los principios constitucionales derecho, por lo cual la 
pena cumpliría una función de prevención general y resocialización 
moderada, lo cual conjuran las tendencias abolicionistas absolutas. 
 
Particularmente, en cuanto a la punibilidad dentro de la Constitución Política 
y del C.P. es necesario tener en  cuenta los principios rectores de las 
sanciones penales que son los de necesidad, proporcionalidad y 
razonabilidad, junto con funciones de la pena que son  las de prevención 
general, retribución justa, prevención especial, reinserción social y 
protección, de acuerdo a lo descrito en los artículos 3 y 4 del C.P. como lo 
determino la Corte Constitucional en sentencia C 239 de 1996, en el sentido 
que “La pena tiene en nuestro sistema jurídico un fin preventivo, que se 
cumple básicamente en el momento del establecimiento legislativo de la 
sanción, la cual se presenta como la amenaza de un mal ante la violación de 
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las prohibiciones; un fin retributivo, que se manifiesta en el momento de la 
imposición judicial de la pena, y un fin resocializador que orienta la 
orientación de la misma, de conformidad con los principios humanistas y las 
normas de derecho internacional adoptadas.  
 
Retomando el tema central, el tratamiento que le ha dado la honorable Corte 
Constitucional a la dignidad, se ha parecido en la sentencia T- 881 del 17 de 
octubre de 2002, siendo magistrado ponente el Doctor EDUARDO 
MONTEALEGRE LYNNET, siempre ha tenido tres lineamientos claros y 
totalmente diferenciables en cuanto al enunciado normativo, por cuanto se 
tomó como autonomía de un plan de vida, o entendida como ciertas 
condiciones materiales concretas de existencia o intangibilidad de los bienes 
no patrimoniales, integridad física y moral, es decir, vivir como quiera la 
persona, bien y sin humillaciones. 
 
También, en la misma sentencia, se expone como desde el punto de vist de 
la funcionalidad, la dignidad se ha tomado como principio fundamental de 
nuestro sistema normativo y por ende del mismo estado, como principio 
constitucional o como derecho fundamental autónomo, pero se debe 
observar que es indispensable que nunca pierda su contenido de derecho 
natural supra legal. 
 
Concluye la Corte Constitucional en la citada sentencia afirmando como “En 
conclusión, los ámbitos de protección de la dignidad humana, deberán 
apreciarse no como contenidos abstractos de u referente natural, sino como 
contenidos, en elación con las circunstancias en las cuales el ser humano se 
desarrolla ordinariamente.” 
 
De tal forma que integra la noción jurídica de dignidad humana (en el ámbito 
de la autonomía individual), la libertad de elección de un plan de vida 
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completo en el marco de las condiciones sociales en las que el individúo se 
desarrolle. Libertad que implica que cada persona deberá contar con el 
máximo de libertad y con el mínimo de restricciones posibles, de tal forma 
que las autoridades del estado, como las particulares deberán abstenerse de 
prohibir e incluso de desestimular por cualquier medio. Las posibilidades de 
una verdadera autodeterminación vital de las personas, bajo las condiciones 
sociales indispensables que permitan su cabal desarrollo. 
 
Así mismo integra la noción jurídica de dignidad humana (el ámbito de las 
condiciones materiales de existencia), la posibilidad real y efectiva de gozar 
de ciertos bienes y de ciertos servicios que le permitan a todo ser humano 
funcionar en la sociedad según sus especiales condiciones y calidades, bajo 
la lógica de la inclusión y de la posibilidad real de desarrollar un papel activo 
en la sociedad. De tal forma que no se trata solo de un concepto de dignidad 
mediano por un cierto bienestar determinado de manera abstracta, sino un 
concepto de dignidad que además incluya el reconocimiento de la dimensión 
social específica y concreta del individuo, y que por lo tanto incorpore la 
promoción de las condiciones que faciliten su real incardinación en la 
sociedad. 
 
El tercer ámbito también aparece teñido por esta nueva interpretación, es así 
como integra la noción jurídica de dignidad humana (en el ámbito de 
intangibilidad de los viene inmateriales de la persona, concretamente su 
integridad física y su integridad moral), la posibilidad de que toda persona 
pueda mantenerse socialmente activa. De tal forma que conductas dirigidas 
a la exclusión social medidas por un atentado o un desconocimiento y la 
dimensión física y espiritual de las personas que se encuentran 
constitucionalmente prohibidas al estar cobijadas por los predicados 
normativos de la dignidad humana; igualmente tanto las autoridades del 
estado como particulares están en la obligación de adelantar lo necesario 
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para conservar la intangibilidad de estos bienes y sobre todo en la de 
promover políticas de inclusión social a partir de la obligación de corregir los 
efectos de situaciones ya consolidadas en las cuales esté comprometida la 





De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 93 de la Carta Política y los 
artículos 2 del C.P. y 3 del C.P.P. las normas y tratados sobre los derechos 
humanos que se encuentren consagrados en la Constitución, así como en 
los tratados y convenios internacionales ratificados por nuestro país, se 
entienden incorporados al ordenamiento jurídico, por lo cual se aplicarán en 
todo proceso penal. 
 
Igualmente se debe tener en cuenta como el acto legislativo 02 de 2002 en 
su artículo primero establece que el Estado puede reconocer jurisdicción de 
la Corte Penal internacional en los términos del estatuto de roma adoptado el 
17 de julio de 1998 por la Conferencia de Plenipotenciarios delas Naciones 
Unidas, involucrándose, dentro de estas opciones la declaración Universal de 
las Naciones Unidas, involucrándose dentro de estas nociones la declaración 
Universal de los derechos Humanos, el pacto internacional de derechos 
económicos, sociales y culturales, contenido en la ley 74 de 1968, 
 ____________ 
26. Corte Constitucional, Sentencia T-881 del 17 de oct. De 2002. Magistrado ponente Dr. Eduardo Montealegre 
Lynnet. 
la convención Americana sobre derechos Humanos, pacto de San José Ley 
16 de 1972, convención sobre los derechos del niño, ley 12 de 1991, 
convenios 29 y 105de la OIT, convención sobre toda forma de discriminación 
contra la mujer. Ley 51 de 1981, convenios I, III y IV de Ginebra y protocolo 
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adicionales I y II, ley 5 de 1960, entre otros. Disponible en 
https://www.acj.org.co 
 
Es así como el texto va a reclamar la supremacía de la carta axiológica no 
solamente al interior de la propia Constitución Nacional, como respecto del 
derecho penal, tanto sustantivo como formal, pero cuidándose en conservar 
la llamada cláusula general  de positivación contemplado en el artículo 94 de 
la Constitución Nacional en el cual se amparan todos los derechos derivados 
del valor superior a la dignidad, a la cual ya hicimos referencia. Disponible en 
https://www.acj.org.co 
 
En efecto, estableció la corte Constitucional que “El debido proceso, 
consagrado de manera explícita en el artículo 29 de la constitución, 
compendia la garantía de que todos los demás asuntos sometidos a su 
competencia, como única forma de asegurar la materialización de la justicia, 
meta última y razón de ser del ordenamiento positivo. Tales derechos no son 
solo los que aparecen recogidos en el estatuto Superior, o constitución en 
sentido formal, sino los consagrados en instrumentos internacionales que 
vinculan al estado Colombiano, tales como la Declaración Universal de los 
derechos Humanos, el Pacto de derechos Civiles y Políticos, la declaración 
Americana de los derechos y Deberes del Hombre, que conforman el llamado 
bloque de constitucionalidad (art. 93 C.P.) y que por lo tanto son parte 
inescindible de la constitución en sentido material. 
 
Dichos principios y garantías, se convierten así en normas rectoras a las 
cuales deben ajustarse tanto las autoridades como las partes que intervienen 
en el proceso, pues su desconocimiento acarrea la violación de la Ley 
Suprema. …” La efectividad de las garantías debidas a las personas que 
intervienen en el proceso penal, otro de los fines esenciales de la casación, 
se constituye también en limite al poder punitivo del Estado, pues como lo 
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afirma la doctrina (un sistema penal que no inspire en valoraciones 
materiales e internacionales , puede ser el instrumento de la tiranía o del 
autoritarismo, pero no merece el nombre de derecho penal en el sentido 
tradicional de que a esta expresión se asigna desde su fundación por la 
filosofía iluminista y libertaria en que se inspiraron las modernas revoluciones 
francesa, inglesa y norteamericana, que sin duda hace  parte del 
constitucionalismo del que hoy no es posible prescindir. Disponible en 
https://www.acj.org.co 
 
“En un estatuto de derecho como el nuestro se puede aceptar que se hagan 
efectivas decisiones arbitrarias o, lo que es lo mismo, proferidas sin estricta 
observancia de la ley y la Constitución, o que infrinjan los derechos 
fundamentales de la persona humana, pues principios como el de justicia, 
libertad y dignidad humana impiden hacerlo. La reparación de los daños que 
con una condena injustamente impuesta se producen, no tiene 
compensación alguna, especialmente en materia penal en donde este 
comprometida la libertad, principio fundante del Estado social y democrático 
de derecho. El tiempo que una persona pueda estar privada de la libertad por 
error judicial, ocasiona un daño que jamás puede ser resarcido”27 
 
Sin embargo, es necesario tener en cuenta como este principio de 
integración en cuanto a la importancia y mayor valor de los principios 
rectores y el bloque de constitucionalidad, no deben aplicarse 
indiscriminadamente a toda clase de materias o temas, por cuanto en  
____________ 
27. Corte Constitucional sentencia C-252 de 2001, Magistrado ponente Dr. Carlos Gaviria Díaz 
aspectos de integración económica por ejemplo o aspectos arancelarios o de   
cooperación internacional, en temas que obviamente no abarquen principios 
rectores o derechos humanos, como igualmente lo determino la misma 
corporación al exponer como “Es indispensable advertir que en materia de 
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prevalencia de tratados internacionales en el orden interno, el artículo 93 de 
la Constitución establece la de los tratados internacionales a que reconocen 
los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de 
excepción; sin que sea dable sostener que esa prevalencia tiene el alcance 
de las supra constitucionalidad, porque, desde la perspectiva del derecho  
 
constitucional colombiano, la constitución es “norma de norma de normas” , y 
al armonizar ese mandato con lo preceptuado por el artículo 93 superior 
resulta que “el único sentido razonable que se puede conferir a la noción de 
prevalencia de los tratados de derechos humanos y derecho internacional 
humanitario es que estos conforman con el resto del texto constitucional un 
“bloque de constitucionalidad”, cuyo respeto se impone a la ley”… ni los 
tratados de integración ni el derecho comunitario se acomodan a los 
supuestos normados por el artículo 93 constitucional, ya que sin perjuicio del 
respetos a los principios superiores del ordenamiento constitucional, su 
finalidad no es el reconocimiento de los derechos humanos sino la regulación 
de aspectos económicos, fiscales, aduaneros, monetarios, técnicos, etc. 
Disponible en https://www.acj.org.co 
 
No existe la superioridad del derecho comunitario sobre la Constitución, y 
que no es cierto que comparta con ella idéntica jerarquía. Adicionalmente, el 
derecho comunitario tampoco conforma el cuerpo normativo intermedio entre 
la carta fundamental y la ley ordinaria, ya que la aprobación de los trataos 
por el congreso se lleva a cabo mediante una ley ordinaria de modo que  
analizadas las cosas de las perspectiva del juicio de constitucionalidad las 
presuntas contradicciones entre la ley y el derecho comunitario andino no 
genera la declaración de inexequibilidad cuyo presupuesto es la 
inconformidad de una norma inferior con otra superior y no con otra de la 






El protocolo II no vulnera la soberanía nacional, ni equivale a un 
reconocimiento de beligerancia de los órganos insurgentes. En la medida en 
que las partes enfrentadas en un conflicto armado ven limitado los medios 
legítimos del combate, en función de la protección de la persona humana, 
esto implica, que la soberanía ya no es una atribución absoluta del Estado 
frente a sus súbditos, ni una relación vertical entre el gobernante y el 
gobernador. Pues las atribuciones estatales se encuentran relativizadas y 
limitadas por los derechos de las personas. Esto significa que se sustituye la 
idea clásica de una soberanía estatal si limites propias de los regímenes 
absolutistas según la cual el príncipe o soberano, no está atado por ninguna 
ley por una concepción relativa de la misma según la cual las atribuciones 
del gobernante encuentran limites en los derechos de las personas. Pero 
este cambio de concepción de soberanía de manera alguna vulnera la carta 
pues armoniza perfectamente con los principios y valores de la constitución, 
en efecto esta concepción corresponde más a la idea de un Estado social de 
derecho fundado en la soberanía del pueblo y en la primacía de los derechos 





28. Corte Constitucional, sentencia C-256 de 1998 
 









Continuando el tema de los principio rectores del sistema procesal penal en 
Colombia, se tiene la libertad personal, no solo por cuanto se consagra en el 
preámbulo y en el artículo 28 de la Constitución Nacional, sino por cuanto 
ostenta esta categoría de principio esencial en el artículo 2 de la ley 906 de 
2004, C.P.P.(Art. 3 de la ley 600 de 2000), en la declaración universal de los 
derechos humanos en su artículo 9, en el Pacto Internacional en los 
derechos civiles y políticos contemplado en la ley 74 de 1968 art. 4, de la 
convención americana de los Derechos Humanos, incorporado en la ley 16 
de 1972 en su artículo 7, convenio II, III y IV de Ginebra, junto con los 
protocolos I y II de Ginebra. Disponible en https://www.acj.org.co 
 
El principio de libertad significa de manera genérica que toda persona 
tiene derecho a desarrollar sus actividades, en la medida de  sus 
deseos, sin desconocer los derechos ajenos, por lo cual a nadie se le 
puede molestar en su persona o familia de privado de su libertad, ni 
hacérsele registro a su domicilio, sino en la medida que exista orden 
escrita de la autoridad judicial pertinente ya que su limitación va en 
contra del estado natural del hombre. Es así como “el derecho a la 
libertad personal, como fundante del estado Social de Derecho 
comprende la posibilidad y el ejercicio positivo de todas las acciones 
dirigidas a desarrollar las aptitudes y elecciones individuales que no 
pugne con los derechos de los demás ni entrañen abusos de los 
propios como la proscripción de todo acto de coerción física o moral 
que interfiera o suprima la autonomía de la persona so juzgándolo, 
sustituyéndola, oprimiéndola o reduciéndola indebidamente.30 
 
____________ 
30. Corte Constitucional, Sentencia C-301 de 1993 y C-634 de 2000 
 
Se tiene en cuenta también el criterio de detención preventiva como 
excepción regulada por el procedimiento y los requisitos exigidos, teniéndose 
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que interpretar estas normas restrictivamente, y aplicándose ante todos los 
criterios de razonabilidad, proporcionalidad y necesidad (Art. 295 ley 906). 
Por ello es indispensable aclarar que el principio de proporcionalidad (Art. 1, 
2, 5, 13, 214 constitución nacional, 3 C.P). Parte de la base de entender que 
esta debe significar correlación entre dos o más magnitudes, objetos, valores 
o disposiciones, o sea la correspondencia debida entre las partes y el todo y 
se encuentra integrado por el conjunto de criterios gracias a las cuales es 
posible sopesar y medir la licitud de todo género de límites normativos de las 
libertades. Disponible en https://www.acj.org.co 
 
Es un principio de carácter relativo relacional (C.Cont. Sent.T015 de 1994). 
Se extiende a las penas. La sanción debe ser idónea para alcanzar el fin 
perseguido y debe conformarse con ese fin (Sent. C022 se 1996) ya que la 
pena habrá de ser cualitativa y cuantitativamente adecuada para prevenir la 
ejecución de delitos y se medirá en relación a la necesidad ya que las penas 
son  LA ÚLTIMA RATIO de la política criminal conllevándose el concepto de 
necedad de intervención y en estricto sentido se requiere proporcionalidad ya 
que la intensidad de la sanción está limitada de acuerdo con la gravedad del 
hecho reprimible cometido y de los riegos objetivos y subjetivos de comisión 
de una infracción segura, para eso hay unos fundamentos de la 
individualización de la perna de los Art. 61 y SS. CP. 
 
En cuanto al principio de razonabilidad, emana del principio de la 
proporcionalidad en sentido amplio (principio de idoneidad o adecuación al 
fin) (C. Const. T 422 de 1992) dentro del cual deberá valorarse la casualidad 
de las medida adoptadas en relación con los fines perseguidos y es así como 
las intromisiones que se hagan en los derechos ciudadanos faciliten el logro 
perseguido, por lo cual debe tener la medida rango constitucional, así como 
deberá concebirse de modo flexible.  Así como para predicar la igualdad o 
aceptar una desigualdad se debe aplicar el test de razonabilidad como guías 
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lógica y metodológica Art. 32 C.P. en términos razonables, así como la 
prisión domiciliaria. 
 
Por otra parte, el principio de necesidad (Menor injerencia posible o 
intervención mínima, economía de las prohibiciones penales) es 
consecuencia directa del principio de proporcionalidad limitándose la 
necesidad a comparar los distintos medios para elegir entre ellos los idóneos, 
atentos a la meta fijada el menos lesivo posible, significando además que la 
injerencia penal solo se justifica cuando ella es imprescindible para el 
mantenimiento de la organización política dentro de los marcos propios de la 
concepción democrática; todo lo que vaya más allá de dicho confín, se 
porque el bien jurídico pueda ser tutelado con otro mecanismo menos 
gravoso, o porque no requiere tutela alguna, en causa esa injerencia por vías 
autoritarias, por lo cual esa inclusión debe ser mínima, por lo cual el 
legislador deberá observar la máxima economía en el momento de tipificar 
delitos y el juez está compelido a utilizar las consecuencias jurídicas 
imponibles ( penas o medidas de seguridad), solo cuando ello sea 
estrictamente indispensable, debiendo contar con los mecanismos 
sustitutivos que atemperen el rigor de la sanción penal (C. Const. C 647 de 
2001). 
 
FERRAJOLI Manifiesta que este principio se descompone en dos postulados 
diferentes: el principio de la pena mínima necesaria y el de la economía en la 
configuración de los delitos, por lo cual se deduce que solo se acudirá al 
derecho penal cuando hayan fracasado los demás controles sociales  por el 
carácter subsidiario, así como no es factible utilizar el control penal frente a 
toda situación, sino con respecto a situaciones o hechos concretos ya que se 
castigan las conductas penales lesivas de intereses de mayor entidad 




Retomando ya el citado Art. 295 de la ley 906, se tendrán en cuenta estos 
principios como la finalidad de la restricción de la libertad opera para evitar la 
obstrucción de la justicia o para asegurar la competencia del imputado al 
proceso, o bien o para la protección de la víctima o la comunidad o en 
cumplimiento de la pena (Art. 296 ley 906), procediendo la captura por orden 
escrita proferida por el juez de grantias en la audiencia preliminar ( Art. 154 
No. 4 ley 906) por motivos previamente definidos y las formalidades legales 
(Art. 113 No. 8 ley 906), el ministerio público  (Art. 111 Lits. b,d ley 906) o la 
victima (Art. 137 No, 1 ley 906 ) aclarándose que una vez capturad la 
persona, deberá ponérsele a disposición de un juez de garantías  dentro de 
las 36 horas siguientes, así como esa solicitud de la orden de captura por 
parte del Fiscal deberá está acompañada de diferentes elementos materiales 
probatorios, así como evidencia física o la información pertinente con la cual 
se fundamentaría la decisión, pudiendo incluso el juez de garantías interrogar 
a los testigos y los diferentes funcionarios de la policía judicial que tengan 
conocimiento del asunto resolviéndose sobre el tema de plano. Disponible en 
https://www.acj.org.co 
 
Es importante anotar que para las situaciones en que pudiere proceder la 
detención preventiva( Art. 313 ley 906) la fiscalía general de la nación dentro 
de sus atribuciones (Art. 114 No. 7 ley 906) podrá realizar capturas sin orden 
previa de autoridad judicial, en el evento que no pueda obtener 
inmediatamente la orden de captura del ju8e de garantías y exista riego que 
el acto evada la acción de la justicia o represente un peligro para la sociedad 
o vaya a obstruir la investigación ( Art. 300 ley 906) o en el caso de flagrancia 
( Art. 301 ley 906) debiéndosele conducir de inmediato a la fiscalía, la cual lo 
pondrá en el caso que el delito amerite detención preventiva, a disposición 
del juez de garantías dentro de las 36 horas siguientes (Art. 302 ley 906). 
 




Es una garantía indispensable en el juicio oral de carácter adversaria, 
evitando en consecuencia que el fallador sea juez y parte, buscándose tanto 
en la función de control de garantías preclusión y juzgamiento el establecer 
de manera objetiva la verdad y la justicia (Art. 4 ley 906), lo cual se traduce 
en la independencia y autonomía como garantía esencial de la imparcialidad, 
de conformidad de lo dispuesto a los artículos 228 y 229 y la Constitución 
Nacional. 
 
Concretamente, este principio se hace palpable desde los mismos deberes 
de los servidores judiciales (Art. 138 ley 906), específicamente de los jueces 
(Art. 139 ley 906) existiendo la figura jurídica del cambio de radicación, de 
acuerdo a las precisas condiciones descritas en los artículos 46 y ss. De la 
ley 906 de 2004, además de contarse en el estatuto procedimental con los 
impedimentos de acuerdo a las respectivas causales ( Art. 56 ley 906), por el 
trámite por el cual a diferencia al estatuto anterior ( Arts. 101 y ss. ley 600 de 
2000) se deberá tramitar la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia o a la 
Sala del Tribunal Superior correspondiente (Arts. 57 y 341 ley 906) así como 
de las recusaciones (Art. 60 ley 906), suspendiéndose de inmediato la 
actuación, para garantizar la imparcialidad el funcionario ( Art. 62 ley 906). 
 
Esa imparcialidad se materializa igualmente con la prohibición que el juez 
pueda decretar pruebas de oficio ( Art. 361 ley 906), aun cuando se debe 
aclarar que excepcionalmente para poderse llegar a la verdad real, el juez 
podría hacerlo argumentando debidamente desde el punto de vista 
constitucional y si bien es cierto en los interrogatorios por regla general 
interrogan y contra interrogan las partes, excepcionalmente al terminarse con 
respectivas intervenciones de la partes en práctica de la prueba el juez y el 
ministerio publico podrían hacer preguntas complementarias para el 
esclarecimiento de los hechos (Art. 397 ley 906), precisamente porque los 
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fines de la prueba son los de llevar el conocimiento del juez más allá de toda 
duda razonable sobre los hechos y la responsabilidad del enjuiciado (Art. 372 




Partimos de la base que ciertamente el ejercicio del poder punitivo en 
nuestro Estado de derecho deberá estar sometido a fuertes y eficaces 
controles para lograr el respeto de las garantías individuales y para lograr 
también seguridad jurídica, por lo cual este principio está contemplado como 
derecho fundamental en el mismo Art. 29 de la Constitución nacional, Art. 6 
de las leyes 599 y 600 y Art. 6 de la ley 906 de 2004, así como en el artículo 
8 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, convención 
Americana de los Derechos Humanos, ley 16 de 1972 artículo 8, convención 
sobre los derechos del niño,  ley 12 de 1991, artículo 42, convenciones I, II, 
III y IV de Ginebra y protocolos I y II adicionales ley 11 de 1992, de tal 
manera que el asociado tenga la garantía que lo que no está contemplado 
como delito en la ley no existe, así como la pena respectiva y los 
procedimientos para la aplicación del derecho, no solo en cuanto a los 
aspectos objetivos y subjetivos del injusto típico (Art. 10 ley 599 de 2000), 
sino en cuanto a la misma antijuridicidad material (Art. 11 ley 599 de 2000), 
la culpabilidad (Art. 12 ley 599 de 2000) y los principios delas sanciones 
penales y las funciones de las penas (Arts. 3 y 4 le 599 de 2000) derivándose 
el mismo en una garantía  criminal (Nullum crimen sine legem), una garantía 
penal (Nula poema sine legem), una garantía procesal (Nemo damnetur nise 
per legalem judicioum) de donde se infiere la existencia de los derechos al 
juez natural, debido proceso, presunción de inocencia entre otros y una 
garantía administrativo, existiendo la taxatividad de la ley penal el principio 
de la certeza del derecho y la prohibición de aplicación de la analogía, salvo 
razones de favorabilidad, debiéndose respetar el mismo aún en la aplicación 
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de los acuerdos y pre acuerdos, celebrados con la fiscalía. Disponible en 
https://www.clubensayos.com 
 
En cuanto a su evolución, “El principio de legalidad en derecho penal es un 
producto de la ilustración (en el siglo de la filosofía) y unos de los pilares más 
importantes del estado de derecho. Se consolidad con Revolución francesa, 
como un instrumento que impide los abusos de poder por parte del Estado, y 
delimita claramente los ámbitos de libertad en el ser humano. Si todo lo que 
está expresamente prohibido está permitido, el principio de legalidad se 
convierte en la  Magna Charta Libertatum. En su nacimiento, estuvo ligado a 
la época de la codificación que buscó criterios de racionalidad en la 
imposición de las sanciones: Reacción obvia ante los siglos anteriores, en los 
cuales el soberano ejercía ilimitadamente el poder punitivo… Este derecho 
fundamental tiene varias connotaciones: en primer lugar, cierra las fuentes 
del derecho, porque la descripción de los elementos básicos de la conducta 
prohibida que recoge todo tipo penal solo puede tener como fuente la ley 
formal o material; en segundo lugar, está en intima conexión con la 
protección de otros derechos fundamentales (la libertad por ejemplo) y con 
valores constitucionales de inmediata trascendencia como la seguridad 
jurídica… En conclusión, el principio de legalidad tiene un límite: La 
determinación de conductas sólo es exigible hasta donde permita la 
naturaleza de las cosas. Si la variada forma de conductas que presenta la 
realidad, hace imposible la descripción detallada de comportamientos, no se 
viola el principio de reserva cuando el legislador señala los elementos 
básicos para delimitar la prohibición y remite a otras instancias el 
complemento correspondiente”31 
7. PRESUNCIÓN DE INOCENCIA E INDUBIO PRO REO 
 
En sentido genérico implica que toda persona se va a considerar libre de 
cualquier responsabilidad penal que se le impute, hasta que mediante 
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sentencia condenatoria se demuestre lo contrario, garantía que está 
contemplada en el artículo 29 de la Constitución nacional, así como en los 
tratados internacionales a los cuales hicimos referencia en los numerales 
anteriores y en el artículos 7 de la lay 906 de 2004 y se mira al individuo 
como inocente, pero este principio no puede ser absoluto, ya que se empieza 
a poder atacar esta presunción, a medida que vaya avanzando la actuación y 
se le capture por ejemplo en situación de flagrancia, o se haya capturado 
previa valoración,  luego  la  acusación  hasta  llegar finalmente  la  etapa  del 
juicio y se le condene, por encontrarse la existencia de un conocimiento más 
allá de toda duda razonable, como lo dispone el artículo 381 (Ley 809). 
Disponible en https://www.acj.org.co 
 
Expone la Honorable Corte Suprema de Justicia que “…La presunción de 
inocencia tampoco es en derecho absoluto, y mal podría serlo en el estado 
Social Democrático y de Derecho en el que todos los miembros debemos 
ceder parte de nuestras atribuciones, con el único fin de contribuir al 
mantenimiento de las condiciones mínimas para hacer factible la vida en 
sociedad, en relativa paz y armonía… esa presunción  va cediendo paso a 
otras manifestaciones válidas del estado de derecho, como lo son las 
decisiones contenidas en los autos y sentencias… hasta que finalmente 
desaparece, cuando una sentencia en firme declara que una persona es 
penalmente responsable de un hecho punible que se le endilga.”32 
____________ 
31. Corte Constitucional, Salvamento de voto, Dr, Eduardo Montealegre Lynnet, sentencia C-333 de 2001 
Magistrado ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil 
____________ 
32. Corte Suprema de Justicia, auto del 23 de febrero de 199 , magistrado ponente Dr. Edgar Lombana Trujillo 
 
Otro de los puntos de vista por los cuales se hace referencia a este principio 
rector es que toda duda debe ser resuelta a favor del procesado, si no existe 
modo de eliminarla, precisamente, porque le corresponde al Estado la carga 
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probatoria de desvirtuar la presunción de inocencia, hasta punto que la 
fiscalía solo podrá acudir a solicitar la captura o hacer la imputación, cuando 
de acuerdo a sus averiguaciones, haya conseguido evidencia necesaria, por 
cuanto … Disponible en https://www.acj.org.co “en el proceso penal el 
sindicado se encuentra amparado por la presunción de inocencia, de tal 
manera es el Estado a quien le corresponde la carga probatoria para su 
destrucción, y ello explica que el artículo 250 dela Constitución  asigna a la 
fiscalía general de la nación, asumir como función propia, la de investigar los 
delitos para cuando fuere el caso, acusar a los infractores ante los jueces 
competentes. De esta suerte, no puede imponerse  a un sindicado una 
colaboración necesaria para el esclarecimiento de los hechos,  pues  el  
esclarecimiento  de  los  hechos  corresponde  al  Estado y resulta altamente 
lesivo del derecho de defensa exigirle, al justiciable una conducta cuya 
eficiencia, además queda a la calificación del funcionario”33. De tal manera 
que en artículo 303 numeral 3 (Ley 906) se establece que en momento de la 
captura de una persona, entre otros tiene derecho a ser informado a que 
puede guardar silencio. Si no desea guardar silencio el juez de garantías 
deberá verificar que esta sea una decisión libre, consciente, voluntaria y que 
está debidamente asesorado de la defensa, para lo cual se le interrogará al 
implicado (Art. 131 ley 906). Inclusive, el hecho que no se logre desvirtuar la 
presunción de inocencia por parte de la fiscalía, constituye una causal de 
preclusión, conforme a lo dispuesto en el artículo 332 numeral 6 (ley 906) 
 
____________ 
33. Corte Constitucional, sentencia C-776 de 2001, Magistrado ponente, Dr. Alfredo Beltrán Sierra 
Finalmente, deberá tenerse en cuenta, que no se tendrá como antecedentes   
penales, sino única y exclusivamente, en la eventualidad que se haya 
proferido en contra del implicado sentencia condenatoria y esta se encuentre 
en firme, en desarrollo del artículo 228 de la Constitución Nacional. 





8. DERECHO A LA DEFENSA 
 
Puede afirmarse que el derecho a la defensa es el núcleo del debido proceso 
y este se va a desarrollar en la medida que se esté en capacidad de 
contradecir las pruebas obrantes en contra del implicado, en la medida que 
exista igualdad de armas con la contra parte, garantizando efectivamente un 
juicio justo, sin que necesariamente se logre absolución del enjuiciado, de tal 
manera que  Disponible en https://www.acj.org.co “El concepto de derecho 
de defensa, no se puede construir en la abstracta participación del resultado 
absolutorio del juicio, sino que se desenvuelve  en  función de  las  
posibilidades  reales de contradicción de los cargos y ello depende, en buena 
parte de la información que sobre el asunto pueda suministrar (sea reo 
presente o ausente), o de un estratégico silencio que impida la deducción de 
situaciones agravatorias de su posición jurídica, o de atenerse a que sea el 
Estado el que cumpla plena y cabalmente con la carga de probar el hecho y 
la responsabilidad. 
 
En fin, son demasiadas las alternativas compatibles con la garantía de una 
defensa idónea, sin que siempre, detrás de la apariencia de inactividad, deba 
predicarse la carencia del contradictorio… No debe perderse de vista la 
doctrina que suele referirse al carácter dual de la defensa, para 
desenvolverla en faceta privada, correspondiente a la defensa material y una 
publica que responde a la defensa técnica o formal, y para corregir cierto 
ámbito de disponibilidad de la primera frente a la segunda. La presunción 
más importante de estas características se ve precisamente con las 
consecuencias jurídicas de la contumacia, o del silencio respecto de los 
hechos que podrían justificar la conducta o hacerla inculpable, en lo que toca 
con la defensa material, así como en la imposibilidad absoluta de defensa, no 
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agota su finalidad, ni dicho resultado puede identificar  un parámetro 
exclusivo de que fue garantizado, es el general el listado de derechos en que 
se desenvuelve , lo que debe satisfacerse al anterior del proceso. Que se 
conozca la imputación, que se pueda ejercitar el derecho a impugnar, que se 
pueda invocar a favor de la prueba existente, a veces la omitida, o aun el 
incumplimiento de probar a cargo del estado, son como muchos otros los 
instrumentos que a manera de derechos particulares desarrollan el concepto 
de defensa.”34 
 
En consecuencia, este derecho de defensa se materializa desde el punto de 
vista de la asistencia de un abogado, libremente designado por el procesado  
o por el sistema nacional de defensoría Pública (Art. 118 ley 906), 
debiéndose hacer este desde la captura, informándose este derecho al 
efectuar la misma (Art. 303 No. 4 ley 906) o desde la formulación de la 
imputación (Art. 119 ley 906) o dentro de la declaratoria de persona ausente 
(Art. 127 ley 906), pudiendo actuar desde su reconocimiento, pudiéndose 
acompañar bajo su responsabilidad de un abogado suplente (Arts. 120 y 121 
ley 906), teniendo deberes y atribuciones especiales (Art. 125 ley 906), 
siendo necesaria su presencia en la formulación de la imputación y si no 
hace presencia ni el imputado ni su defensor, se designará para el mismo 
acto (ART. 289 y 291 ley 906), en la audiencia de formulación de acusación 
(ART. 339 ley 906), la audiencia preparatoria (ART. 356 ley 906) y en el juicio 
oral (AR. 366 ley 906). 
____________ 
34. Corte Suprema de Justicia, sentencia del 29 de marzo de 2000, Magistrado ponente Carlos C. Mejía Escobar 
 
 
También su materialización aparece en el derecho a presentar y a 
controvertir pruebas, no solo en cuanto a su presencia obligatoria en 
diligencia de reconocimiento en fila de personas (ART. 253 ley 906), sino de 
buscar, identificar empíricamente, recoger y embalar los elementos de 
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prueba y de evidencia física, solicitándose a la fiscalía que serán examinados 
los mismos (Art. 268 y  269), pudiendo entrevistar a personas las cuales se 
podrían recoger por escrito o cualquier medio técnico, o la obtención de  
declaración jurada (Art. 271 y 272 ley 906), igualmente podría solicitarse la 
práctica de pruebas anticipadas (Art. 274 ley 906).   
 
Además de lo anterior, es importante destacar, que la defensa se materializa 
con la interposición de recursos en los artículos 176 y ss. De la ley 906 de 
2004 en el caso que no se compartan las apreciaciones de la primera 
instancia, por cuanto precisamente Disponible en https://www.acj.org.co 
“…La abogacía tiene como función social la de colaborar con las autoridades 
en la conservación perfeccionamiento del orden jurídico del país y en la 
realización de una recta y cumplida administración de justicia. También se 
consagra que la principal misión del abogado es defender en justicia los 
derechos de los particulares y la sociedad.” 35 
 
Precisamente “La doble instancia reviste gran importancia en nuestro 
ordenamiento jurídico y tiene una relación estrecha con el derecho al debido 
proceso, como forma de garantizar la recta administración de justicia, Así, 
esta corporación, en la sentencia C-153 de 1995 señalo que. Disponible en 
https://www.acj.org.co “el recurso de apelación hace parte de la garantía 
general y universal de impugnación que se reconoce a quienes han 
intervenido o están legitimados para intervenir en la causa para obtener la 
tutela de interés jurídico propio, con el fin que el juez de grado superior revise 
y corrija los defectos, vicios errores jurídicos del procedimiento o de la 
sentencia en que hubiere podido incurrir el a quo.”36 
 
 




Si bien es cierto en el C.P.P., no existe el instituto jurídico de la parte civil 
como sujeto procesal, si existe una presencia muy importante de las víctimas 
a lo largo del proceso, para garantizar los derechos que le fueron 
conculcados con  la existencia dela conducta punible y “Se entiende por 
víctima, para efectos de este código, las personas naturales o jurídicas y 
demás sujetos de derechos que individual o colectivamente hayan sufrido 
algún daño directo como consecuencia del injusto” (Art. 132 ley 906) siendo 
titular de los derechos contemplados en el artículo 11 de la ley 906 de 2004 y 
que se van a preservar originalmente desde un punto de vista del derecho de 
saber la verdad, no solo se contempla la protección patrimonial, por lo cual 
tendrán derecho a recibir información sobre diferentes aspectos (Art. 136 ley  
906), siendo incluso  uno de  los  deberes específicos  de los jueces (Art. 139 
No. 6 ley 906), así como en la aplicación del principio de  oportunidad se 
deberán tener en cuenta los intereses de las victimas (Art. 328 ley 906). 
 
Igualmente se contempla en su favor el derecho al establecimiento del 
derecho (Art. 22 ley 906) y para garantizar la indemnización de los perjuicios 
causados con la infracción el juez de control de grantias a petición del fiscal o 
las víctimas en la audiencia de formulación de imputación o luego se podrán 
decretar las medidas cautelares necesarias (Art. 92 ley 906), así como se 
encuentra la prohibición que tiene el implicado de enajenarse a lo largo del 
___________ 
35. Corte Constitucional C-143 de 2001_ 
36. Corte Constitucional, sentencia C-040 del 30 de enero de 2002, Magistrado ponenete, Dr. Eduardo Montealegre 
Linnet 
 proceso y los derechos de los terceros de buena fe (Art. 97 ley 906), 
además de poderse por parte del juez de control de garantías, inclusive 
antes de la formulación de la acusación suspender el poder dispositivo de los 
bienes sujetos a registro y ordenar su cancelación por parte del juez de 
conocimiento en la sentencia condenatoria (Art. 101 ley 906) y a recibir 
comunicaciones e informes en general (Art. 135 y 136 ley 906), 
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determinándose igualmente la posibilidad del decreto de medidas de 
aseguramiento en contra del procesado para evitar poner en peligro a la 
víctima (Art. 311 ley 906). 
 
Igualmente pueden hacerse presente, luego de estar ejecutoriada la 
sentencia condenatoria, iniciando un incidente de reparación legal en las 
condiciones y con los requisitos que nos demandan los artículos y ss. De la 
lay 906 de 2004, o por medio de la justicia restaurativa contemplada en el 
Art. 518 ibídem y la mediación en los artículos 523 y ss. De la misma obra. 



















De acuerdo con la tesis planteada, mi propuesta a esta 
investigación radica básicamente en que es indudable que la ley 
1068 de 2006 en su artículo 199 “Beneficios y mecanismos sustitutivos. 
Cuando se trate de los delitos de homicidio o lesiones personales bajo modalidad 
dolosa, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, o secuestro, 
cometidos contra niños, niñas y adolescentes, se aplicarán las siguientes reglas:” 
1. Si hubiere mérito para proferir medida de aseguramiento en los casos del artículo 
306 de la Ley 906 de 2004, esta consistirá siempre en detención en establecimiento 
de reclusión. No serán aplicables en estos delitos las medidas no privativas de la 
libertad prevista en los artículos 307, literal b), y 315 de la Ley 906 de 2004. 
2. No se otorgará el beneficio de sustitución de la detención preventiva en 
establecimiento carcelario por la de detención en el lugar de residencia, previsto en 
los numerales 1 y 2 del artículo 314 de la Ley 906 de 2004. 
3. No procederá la extinción de la acción penal en aplicación del principio de 
oportunidad previsto en el artículo 324, numeral 8, de la Ley 906 de 2004 para los 
casos de reparación integral de los perjuicios. 
4. No procederá el subrogado penal de Suspensión Condicional de la Ejecución de la 
Pena, contemplado en el artículo 63 del Código Penal. 
5. No procederá el subrogado penal de Libertad Condicional, previsto en el artículo 
64 del Código Penal. 
6. En ningún caso el juez de ejecución de penas concederá el beneficio de sustitución 
de la ejecución de la pena, previsto en el artículo 461 de la Ley 906 de 2004. 
7. No procederán las rebajas de pena con base en los "preacuerdos y negociaciones 
entre la fiscalía y el imputado o acusado", previstos en los artículos 348 a 351 de la 
Ley 906 de 2004. 
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8. Tampoco procederá ningún otro beneficio o subrogado judicial o administrativo, 
salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento 
Penal, siempre que esta sea efectiva. Disponible en https://www.ub.edu 
Parágrafo transitorio. En donde permanezca transitoriamente vigente la Ley 600 de 
2000, “cuando se trate de delitos a los que se refiere el inciso primero de este 
artículo no se concederán los beneficios de libertad provisional garantizada por 
caución, extinción de la acción penal por pago integral de perjuicios, suspensión de 
la medida de aseguramiento por ser mayor de sesenta y cinco (65) años, rebajas de 
pena por sentencia anticipada y confesión; ni se concederán los mecanismos 
sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o 
suspensión condicional de ejecución de pena, y libertad condicional. Tampoco 
procederá respecto de los mencionados delitos la prisión domiciliaria como 
sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar a ningún otro beneficio subrogado legal, 
judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el 
Código de Procedimiento Penal siempre que esta sea efectiva.”. Vulnera, 
desconoce, y afecta el estado social de derecho “El artículo 1 establece el tipo 
de Estado que es Colombia. De manera textual el artículo reza:” 
"Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de república 
unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo 
y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés 
general". Igualmente desconoce y afecta los fines del proceso penal ARTÍCULO 2o. 
LIBERTAD. Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad. Nadie podrá 
ser molestado en su persona ni privado de su libertad sino en virtud de mandamiento 
escrito de autoridad judicial competente, emitido con las formalidades legales y por motivos 
previamente definidos en la ley. El juez de control de garantías, previa solicitud de la Fiscalía 
General de la Nación, ordenará la restricción de la libertad del imputado cuando resulte 
necesaria para garantizar su comparecencia o la preservación de la prueba o la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. Igualmente, por petición de cualquiera 
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de las partes, en los términos señalados en este código, dispondrá la modificación o 
revocación de la medida restrictiva si las circunstancias hubieren variado y la 
convirtieren en irrazonable o desproporcionada. <Aparte resaltado 
INEXEQUIBLE> 
En las capturas en flagrancia y en aquellas en donde la Fiscalía General de la 
Nación, existiendo motivos fundados, razonablemente carezca de la oportunidad de 
solicitar el mandamiento escrito. 
el capturado deberá ponerse a disposición del juez de control de garantías en el menor tiempo 
posible sin superar las treinta y seis (36) horas siguientes. Disponible en 
https://www.portal.setec.gob.mex 
 
“ARTÍCULO 3o. PRELACIÓN DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES. En la 
actuación prevalecerá lo establecido en los tratados y convenios internacionales ratificados por 
Colombia que traten sobre derechos humanos y que prohíban su limitación durante los 
estados de excepción, por formar bloque de constitucionalidad”. 
 
Y va mucho más allá al afectar los fines de la pena. “Al respecto de la finalidad de la 
pena, ha señalado esta Corte que, ella tiene en nuestro sistema jurídico un fin 
preventivo, que se cumple básicamente en el momento del establecimiento legislativo 
de la sanción, la cual se presenta como la amenaza de un mal ante la violación de las 
prohibiciones; un fin retributivo, que se manifiesta en el momento de la imposición 
judicial de la pena, y un fin resocializador que orienta la ejecución de la misma, de 
conformidad con los principios humanistas y las normas de derecho internacional 
adoptadas". Ha considerado también que “sólo son compatibles con los derechos 
humanos penas que tiendan a la resocialización del condenado, esto es a su 
incorporación a la sociedad como un sujeto que la engrandece, con lo cual además 
se contribuye a la prevención general y la seguridad de la coexistencia, todo lo cual 




De igual manera la ley 1098 de 2006 artículo 199 se aparta de las normas 
del bloque constitucional y es indudable que va en contravía de las garantías 
allí establecidas y especialmente en su artículo primero cuando se refiere 
que Colombia es un estado social de derecho democrático. Artículo 1o. 
Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República 
unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo 
y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés 
general.  Disponible en https://www.dspace.universia.net 
 
Y Afecta ostensiblemente el artículo 29 de la carta política en cuanto al principio de 
favorabilidad que debe tener primacía por tratarse de la norma de normas. “Artículo 
29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto 
que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de 
las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o favorable, 
aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente 
culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un 
abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 
debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a 
controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, 
y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la 
prueba obtenida con violación del debido proceso.”  También la norma en 
comento, desconoce principios fundamentales como.  
Principio rector, la dignad humana, integración, de la libertad, de 
imparcialidad, ilegalidad, de presunción de inocencia e indubio pro reo y el 




Ahora bien, todo lo precitado sin desconocer los procedimientos de la corte 
en cuanto a proteger los derechos de los menores  
 
Derecho de los niños carácter prevalente: la jurisprudencia de la corte ha 
resaltado continuamente que los derechos de los menores de edad tienen 
prevalencia en el régimen interno, no solo por su expresa consagración junto 
con las disposiciones del derecho internacional que han terminado 
integradas en el bloque de constitucionalidad ya que el panorama jurídico 
colombiano los niños merecen un trato protector y debe reflejarse en los 
aspectos de la legislación. Disponible en https://www.casadelabogado.org 
 
De lo anterior se desprende que hay desequilibrio marcado y un desfase  
fuerza mayor considerable frente a las garantía consagradas en el artículo 63  
y 64 del estatuto penal colombiano. “Artículo  63. Suspensión condicional de la 
ejecución de la pena. Adicionado por el art. 4, Ley 890 de 2004, Modificado por el 
art. 29, Ley 1709 de 2014, Modificado por el art. 30, Ley 1709 de 2014.   La 
ejecución de la pena privativa de la libertad impuesta en sentencia de primera, 
segunda o única instancia, se suspenderá por un período de dos (2) a cinco (5) años, 
de oficio o a petición del interesado, siempre que concurran los siguientes requisitos: 
1. Que la pena impuesta sea de prisión que no exceda de tres (3) años. 
2. Que los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado, así como la 
modalidad y gravedad de la conducta punible sean indicativos de que no existe 
necesidad de ejecución de la pena. 
La suspensión de la ejecución de la pena privativa de la libertad no será extensiva a 
la responsabilidad civil derivada de la conducta punible. 
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El juez podrá exigir el cumplimiento de las penas no privativas de la libertad 
concurrentes con ésta. En todo caso cuando se trate de lo dispuesto en el inciso final 
del artículo 122 de la Constitución Política, se exigirá su cumplimiento. 
Artículo  64.  Libertad condicional. Modificado por el art. 5, Ley 890 de 
2004, Modificado por el art. 25, Ley 1453 de 2011, Modificado por el art. 30, Ley 
1709 de 2014.  El Juez concederá la libertad condicional al condenado a pena 
privativa de la libertad mayor de tres (3) años, cuando haya cumplido las tres 
quintas partes de la condena, siempre que de su buena conducta en el 
establecimiento carcelario pueda el Juez deducir, motivadamente, que no existe 
necesidad para continuar con la ejecución de la pena. 
No podrá negarse el beneficio de la libertad condicional atendiendo a las 
circunstancias y antecedentes tenidos en cuenta para la dosificación de la pena. 
El período de prueba será el que falte para el cumplimiento total de la condena.” 
También afecta ostensiblemente la norma y artículo ya precitados, (ley 1098 
de 2006 Art. 199) frente a las normas procedimentales de la ley 906 de 2004 
ya que no permite mecanismos sustitutivos de la pena de prisión, 
preacuerdos con la fiscalía, principio de oportunidad. 
Todo lo anterior tiene su fundamento en las iniciativas del gobierno en cuanto 
a flexibilizar la aplicación de condenas mucho más laxas con normas como el 
decreto 1760 de 2000 “Artículo 317. Causales de libertad. Las medidas de 
aseguramiento indicadas en los anteriores artículos tendrán vigencia durante toda 
I¿J actuación, sin perjuicio de lo establecido en el parágrafo 10 del artículo 307 del 
presente código sobre las medidas de aseguramiento privativas de la libertad. La 
libertad del imputado o acusado se cumplirá de inmediato y solo procederá en los 
siguientes eventos: 1. Cuando se haya cumplido la pena según la determinación 
anticipada que para este efecto se haga, o se haya decretado la preclusión, o se haya 
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absuelto al acusado. 2. Como consecuencia de la aplicación del Principio de 
Oportunidad. 3. Como consecuencia de las cláusulas del acuerdo cuando haya sido 
aceptado por el Juez de Conocimiento. 4. Cuando transcurridos sesenta (60) días 
contados a partir de la fecha de imputación no se hubiere presentado el escrito de 
acusación o solicitado la preclusión, conforme a lo dispuesto en el artículo 294. 5. 
Cuando transcurridos ciento veinte (120) días contados a partir de la fecha de 
presentación del escrito de acusación, no se haya dado inicio a la audiencia de 
juicio. 6. Cuando transcurridos ciento cincuenta (150) días contados a · partir de la 
fecha de inicio de la audiencia de juicio, no se haya celebrado la audiencia de 
lectura de fallo o su equivalente. 2 , . Parágrafo 1°. Los términos dispuestos en los 
numerales 4, 5 Y 6 del presente artículo se incrementarán por el mismo término 
inicial, cuando el proceso se surta ante la justicia penal especializada, o sean tres (3) 
o más los imputados o acusados, o se trate de investigación o juicio de actos de 
corrupción de que trata la Ley 1474 de 2011. Parágrafo 2°. En los numerales 4 y 5 
se restablecerán los términos cuando hubiere improbación de la aceptación de 
cargos, de los preacuerdos o de la aplicación del principio de oportunidad. 
Parágrafo 3°. Cuando la audiencia de juicio oral no se haya podido iniciar o 
terminar por maniobras dilatorias del acusado o su defensor, no se contabilizarán 
dentro de los términos contenidos en los numerales 5 y 6 de este artículo, los días 
empleados en ellas. Cuando la audiencia no se hubiere podido iniciar o terminar por 
causa razonable fundada en hechos externos y objetivos de fuerza mayor, ajenos al 
juez o a la administración de justicia, la audiencia se iniciará o reanudará cuando 
haya desaparecido dicha causa y a más tardar en un plazo no superior a la mitad del 
término establecido por el legislador en los numerales 5 y 6 del artículo 317.” 
Aun cuando el señor fiscal de la nación Néstor Humberto Martínez manifiesta 
“que hay un sector académico que cree que el delito se combate sin cárcel y 
desde luego se equivocan porque la sociedad va a terminar indefensa” pero 
aun el ministerio de defensa tiene como línea de aplicación la flexibilidad de 
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las normas penales para juzgar a las personas que se vean involucradas en 
cualquier delito. 
En mi opinión es necesaria que la academia de los defensores de derechos 
humanos, los abogados penalistas,  los aplicadores de la justicia conformen 
un bloque para solicitarle a la corte que revise  sus  pronunciamientos y  
tenga en cuenta  los  postulados garantistas que hacen parte del bloque 
constitucional que favorecen a los procesados por diferentes causas en 
materia penal caminaría en línea del pensamiento del gobierno nacional por 
conducto del ministerio de justicia en el sentido de hacer más flexible la 
aplicación  de las normas de las normas de la legislación penal. 
Artículo 199. Ley 1098 de 2006 
1. Si hubiere mérito para proferir medida de aseguramiento en los casos del artículo 
306 de la Ley 906 de 2004, esta consistirá siempre en detención en establecimiento 
de reclusión. No serán aplicables en estos delitos las medidas no privativas de la 
libertad prevista en los artículos 307, literal b, y 315 de la Ley 906 de 2004. 
2. No se otorgará el beneficio de sustitución de la detención preventiva en 
establecimiento carcelario por la de detención en el lugar de residencia, previsto en 
los numerales 1 y 2 del artículo 314 de la Ley 906 de 2004. 
3. No procederá la extinción de la acción penal en aplicación del principio de 
oportunidad previsto en el artículo 324, numeral 8, de la Ley 906 de 2004 para los 
casos de reparación integral de los perjuicios. 
4. No procederá el subrogado penal de Suspensión Condicional de la Ejecución de la 
Pena, contemplado en el artículo 63 del Código Penal. 
5. No procederá el subrogado penal de Libertad Condicional, previsto en el artículo 
64 del Código Penal. 
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6. En ningún caso el juez de ejecución de penas concederá el beneficio de sustitución 
de la ejecución de la pena, previsto en el artículo 461 de la Ley 906 de 2004. 
7. No procederán las rebajas de pena con base en los "preacuerdos y negociaciones 
entre la fiscalía y el imputado o acusado", previstos en los artículos 348 a 351 de la 
Ley 906 de 2004. 
8. Tampoco procederá ningún otro beneficio o subrogado judicial o administrativo, 
salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento 
Penal, siempre que esta sea efectiva. Disponible en https://www.ub.edu 
 
Teniendo en cuenta lo anterior cabe resaltar que en reciente encuesta 
publicada por el periódico EL TIEMPO, del 23 de noviembre de 2016, pág. 5. 
Los bogotanos se pronuncian sobre la consulta de cultura ciudadana con una 
cifra estremecedora donde el 89% de los consultados  no confían en los 
servidores públicos y más grave aún se pronuncian que más de la mitad de 
ellos son corruptos y de hecho no tienen fe en la justicia.  
Esa es realmente la radiografía del comportamiento, la percepción y la 
actitud de los bogotanos que se refleja en esta encuesta la cual se divulga 
cada dos años y este realmente es un estudio serio que solo tiene un margen 
de error de 2,8% y un nivel de confianza del 95% y se aplicó a 3.588 
personas mayores de 14 años  aplicación entre el 14 de junio y el 9 de 
agosto de 2016 hecha por la firma Corpovisionarios en convenio con la 
alcaldía mayor de Bogotá. 
De  allí se desprende que solo un 10% confían en los jueces y órganos 
judiciales, entre los ciudadanos la percepción sobre la honradez y la pravidad 
de los funcionarios públicos es realmente alarmante. 
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Esto sin duda comprueba  que las personas judicializadas con el marco de la 
ley 1098 de 2006 y su aplicación de su artículo 199 es completamente 
adverso.  
Es importante también destacar las cifras divulgadas por medicina legal y 
desde luego no se puede desconocer que el diario El Tiempo de Bogotá 
publico unas cifras escalofriantes “domingo 11 de diciembre de 2016 pág. 10” 
como quiera que en solo este año de 2017 quince mil doscientos treinta y 
siete menores fueron víctima de abuso sexual y el mayor número de ellos 
tenía entre 10 y 14 años de edad y el restante 84% eran niñas y 
adolescentes y que en Colombia cada día al menos 50 menores son víctimas 
de abuso sexual, este desgarrador panorama de abuso contra los menores 
ha llevado a la fiscalía a realizar jornadas nacionales contra los abusadores, 
de allí, que fueron capturadas 427 personas vinculadas a ataques sexuales 
la mayoría de ellas en la ciudad de Bogotá. 
 
La administración de justicia en su plan Decenal del Sistema de Justicia 
presenta su enfoque a ejecutar en los próximos diez años y a enfrentar los 
retos proyectos y objetivos que deberá ejecutar endicho plan, las metas 
institucionales e interinstitucionales, la definición de herramientas 
tecnológicas y los compromisos de cada prestador de servicios de justicias 
son algunos de los componentes de  dicho plan. 
Este plan de cenal consagrado en el articulo108 del plan de desarrollo 2014 
2018 tiene una finalidad concreta y es promover la coordinación efectiva, 
eficaz y modernización en la administración de justicia, allí se debería 
estudiar no solo a las víctimas de abusos sexual sino que se debe incluir 
también a los vinculados a procesos penales por estas agresiones para 
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